
BOE núm. 270 Viernes 11 noviembre 2005 36885

Protección trasera 70/221
79/490
81/333

(A*)
(A*)
(A*)

(A*)
(A*)
(A*)

Reglamento CEPE/ONU 58R01 
(L)

– Orden del MINER de 25-5-82 
y 25-3-83

 97/19 (Anexo II)
2000/8 (1)

(A*)
(A*)

(A*)
(A*)

 (1)  No afecta a la Protección 
trasera

 Debe decir: 

directivas de la CE, relativas a la homologación de tipo de 
vehículos automóviles, remolques, semirremolques, 
motocicletas, ciclomotores y vehículos agrícolas, así como 
de partes y piezas de dichos vehículos, publicada en el 

Boletín Oficial del Estado número 240, de 7 de octubre, a 
continuación se transcriben las siguientes rectificaciones:

En la página 32862, quinta fila, donde dice: 

Protección trasera 70/221
79/490
81/333

(A*)
(A*)
(A*)

(A*)
(A*)
(A*)

Reglamento CEPE/ONU 58R01 
(L)

– Orden del MINER de 25-5-82 
y 25-3-83.

 97/19 (Anexo II)
2000/8 (1)

(A)
(A*)

(A)
(A*)

 (1)  No afecta a la Protección 
trasera

 En la página 32865, decimoctava fila, donde dice: 

Limitadores de velocidad 
Homologación

92/24
2004/11

–
(A*)

–
(A)

Reglamento CEPE/ONU 89R00 
(L)

 Debe decir: 

Limitadores de velocidad 
Homologación

92/24
2004/11

–
(A)

–
(A)

Reglamento CEPE/ONU 89R00 
(L)

COMUNIDAD AUTÓNOMA 
DE LA RIOJA

 18493 LEY 11/2005, de 19 de octubre, de Patrimonio 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA RIOJA

Sepan todos los ciudadanos que el Parlamento de La 
Rioja ha aprobado, y yo, en nombre de su Majestad el Rey 
y de acuerdo con el que establece la Constitución y el 
Estatuto de Autonomía, promulgo la siguiente Ley.

ÍNDICE 

Exposición de motivos.

Título I. Disposiciones generales.

Capítulo I. Objeto, concepto, clasificación y régimen 
jurídico.

Artículo  1. Objeto.
Artículo  2. Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 

La Rioja.
Artículo  3. Clasificación.
Artículo  4 Dominio público.
Artículo  5 Dominio privado.
Artículo  6. Régimen jurídico.
Artículo  7. Autonomía patrimonial de las Universidades.

Capítulo II. Capacidad, competencia, funciones y res-
ponsabilidades.

Artículo  8. Capacidad de obrar de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.

Artículo  9. Autonomía patrimonial del Parlamento de 
La Rioja.

Artículo 10. Autonomía patrimonial de los demás órga-
nos estatutarios.

Artículo 11. Capacidad para celebrar contratos privados 
con la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Artículo 12. Competencias.
Artículo 13. Deber de administración, conservación e 

información.
Artículo 14. Deber general de cooperación y obligación 

de comparecer.
Capítulo III. Disposiciones comunes a los negocios jurí-

dicos sobre el patrimonio.
Artículo 15. Régimen jurídico de los negocios jurídicos 

patrimoniales.
Artículo 16. Expediente patrimonial.
Artículo 17. Formalización.
Capítulo IV. Seguros, rendimientos, valoración y obras 

sobre el patrimonio.
Artículo 18. Seguros.
Artículo 19. Rendimientos del patrimonio y custodia de 

valores.
Artículo 20. Valoración.
Artículo 21. Contratos de obras en inmuebles de la 

Comunidad Autónoma de La Rioja.



36886 Viernes 11 noviembre 2005 BOE núm. 270

Capítulo V. Adscripción y desadscripción.
Artículo 22. Adscripción y desadscripción de bienes y 

derechos a las Consejerías del Gobierno de 
La Rioja.

Artículo 23. Adscripción y desadscripción de bienes y 
derechos a Organismos Públicos integran-
tes del Sector Público de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja.

Artículo 24. Subrogación.

Título II. Protección y defensa del patrimonio.
Capítulo I. De la obligación de proteger y defender el 

patrimonio.
Artículo 25. Extensión de la obligación.
Capítulo II. Del inventario y registro de los bienes.
Sección 1.ª Inventario General de Bienes y Derechos.
Artículo 26. Inventario General de Bienes y Derechos.
Artículo 27. Formación, actualización y valoración.
Artículo 28. Inventario de los Organismos Públicos.
Artículo 29. Inventario de los Consorcios integrantes 

del sector público de la Comunidad 
Autóno ma de La Rioja.

Artículo 30. Naturaleza del Inventario General de Bienes 
y Derechos.

Sección 2.ª Inscripciones registrales.
Artículo 31. Órganos competentes para la formalización 

e inscripción de documentos.
Artículo 32. Inscripciones registrales.
Capítulo III. Prerrogativas y potestades de la Comuni-

dad Autónoma de La Rioja con respecto a 
sus bienes.

Sección 1.ª Inembargabilidad.
Artículo 33. Inembargabilidad de bienes y derechos.
Sección 2.ª Disposiciones comunes a las potestades de 

defensa del patrimonio.
Artículo 34. Enumeración de potestades.
Artículo 35. Normas generales aplicables a las potesta-

des de defensa.
Sección 3.ª Potestad de investigación
Artículo 36. Naturaleza.
Artículo 37. Inicio del procedimiento.
Artículo 38. Procedimiento.
Sección 4.ª Potestad de deslinde
Artículo 39. Naturaleza.
Artículo 40. Inicio del procedimiento.
Artículo 41. Procedimiento.
Artículo 42. Resolución.
Sección 5.ª Potestad de recuperación posesoria.
Artículo 43. Naturaleza.
Artículo 44. Procedimiento.
Sección 6.ª Potestad de desahucio administrativo.
Artículo 45. Naturaleza.
Artículo 46. Procedimiento.
Capítulo IV. De las limitaciones a la disponibilidad de 

los bienes y derechos.
Artículo 47. Régimen de disponibilidad de los bienes y 

derechos.
Artículo 48. Transacción y arbitraje.

Título III. Adquisición de bienes y derechos.
Capítulo I. Adquisición de bienes y derechos.
Sección 1.ª Formas de adquisición de bienes y dere-

chos.
Artículo 49. Adquisición de bienes y derechos.

Sección 2.ª Adquisiciones a título gratuito.
Artículo 50. Herencias, legados y donaciones.
Artículo 51. Cesiones administrativas.
Sección 3.ª Adquisiciones a título oneroso.
Artículo 52. Adquisiciones a título oneroso.
Artículo 53. Adquisición de bienes inmuebles y dere-

chos reales a título oneroso.
Artículo 54. Adquisición de edificios en construcción a 

título oneroso.
Artículo 55. Afectación, adscripción y conservación de 

los bienes inmuebles y derechos adquiri-
dos.

Artículo 56. Adquisición de bienes muebles a título one-
roso.

Artículo 57. Adquisición por expropiación.
Sección 4.ª Formas especiales de adquisición.
Artículo 58. Adquisición como consecuencia de transfe-

rencias.
Artículo 59. Adquisición por usucapión, accesión u ocu-

pación.
Artículo 60. Adjudicación y dación en pago de bienes y 

derechos mediante resolución judicial o 
administrativa.

Artículo 61. Adquisición derivada de actuaciones urba-
nísticas.

Artículo 62. Adquisición de bienes por extinción de 
Organismos Públicos, por reducción de 
capital o fondos propios, o por restitución 
de aportaciones.

Capítulo II. Arrendamiento de bienes.
Artículo 63. Arrendamiento de bienes inmuebles.
Artículo 64. Contratos mixtos.
Artículo 65. Arrendamiento de bienes muebles.
Capítulo III. Constitución de sociedades y adquisición a 

título oneroso de ac ciones, participaciones 
y valores.

Artículo 66. Constitución de sociedades mercantiles y 
adquisición de posición mayoritaria.

Artículo 67. Adquisición de acciones, participaciones y 
valores.

Capítulo IV. Adquisición de derechos de propiedad 
incorporal.

Artículo 68. Adquisición de derechos de propiedad 
incorporal.

Título IV. Régimen de los bienes y derechos de domi-
nio público.

Capítulo I. Afectación y desafectación.
Artículo 69. Afectación. Concepto y clases.
Artículo 70. Afectación expresa.
Artículo 71. Afectación tácita.
Artículo 72. Afectación presunta.
Artículo 73. Desafectación.
Capítulo II. Mutaciones demaniales.
Artículo 74. Mutaciones demaniales. Concepto y cla-

ses.
Artículo 75. Mutación demanial interna.
Artículo 76. Mutación demanial externa.
Capítulo III. Utilización de los bienes demaniales y su 

explotación.
Sección 1.ª Formas de uso de los bienes demaniales.
Artículo 77. Destino de los bienes demaniales y su 

explotación.
Artículo 78. Uso de los bienes demaniales: clases.
Artículo 79. Uso común general.
Artículo 80. Uso común especial.
Artículo 81. Uso privativo.



BOE núm. 270 Viernes 11 noviembre 2005 36887

Sección 2.ª Disposiciones comunes a autorizaciones y 
concesiones.

Artículo 82. Competencia para otorgar autorizaciones y 
concesiones.

Artículo 83. Condiciones generales para otorgar deter-
minadas autorizaciones y concesiones.

Artículo 84. Procedimiento en régimen de concurren-
cia.

Artículo 85. Contenido de las resoluciones.
Artículo 86. Pérdida de la condición demanial de los 

bienes sobre los que exista concesión o 
auto rización.

Artículo 87. Extinción.
Sección 3.ª Autorizaciones administrativas.
Artículo 88. Autorización administrativa.
Artículo 89. Procedimiento.
Sección 4.ª Concesiones demaniales.
Artículo 90. Concesión demanial.
Artículo 91. Procedimiento.
Artículo 92. Principios que rigen las concesiones de 

dominio público.
Artículo 93. Condiciones de la concesión.
Artículo 94. Derechos reales sobre obras en dominio 

público.
Artículo 95. Transmisión de derechos reales.
Artículo 96. Titulización de derechos de cobro.
Artículo 97. Destino de las obras a la extinción del 

título.
Sección 5.ª Supuestos especiales.
Artículo 98. Derecho de adquisición preferente.
Artículo 99. Ocupación de espacios en edificios admi-

nistrativos.
Artículo 100. Autorizaciones y concesiones vinculadas a 

contratos.
Artículo 101. Reserva demanial.

Título V. Régimen de los bienes de dominio pri-
vado.

Capítulo I. Enajenación a título oneroso de bienes y 
derechos.

Artículo 102. Enajenación de bienes y derechos a título 
oneroso.

Artículo 103. Enajenación de bienes litigiosos.
Artículo 104. Enajenación de bienes inmuebles y dere-

chos reales.
Artículo 105. Formas de enajenación de bienes inmue-

bles y derechos reales.
Artículo 106. Aportación a Juntas de Compensación.
Artículo 107. Enajenación de bienes muebles.
Artículo 108. Enajenación de acciones, participaciones y 

valores.
Artículo 109. Enajenación de derechos de propiedad 

incorporal.
Capítulo II. Permuta de bienes y derechos.
Artículo 110. Permuta de bienes y derechos.
Artículo 111. Permuta por cosa futura.
Capítulo III. Cesiones gratuitas.
Artículo 112. Cesiones gratuitas de propiedad de bienes 

inmuebles.
Artículo 113. Cesiones gratuitas de uso de bienes inmue-

bles y derechos reales.
Artículo 114. Cesiones gratuitas de derechos de superfi-

cie y otros derechos reales sobre bienes 
inmuebles.

Artículo 115. Cesiones en precario de bienes inmuebles y 
derechos reales.

Artículo 116. Cesiones gratuitas de bienes muebles.

Artículo 117. Cesiones gratuitas de derechos incorpora-
les.

Capítulo IV. Prescripción.
Artículo 118. Prescripción de los derechos sobre bienes 

patrimoniales.
Capítulo V. Explotación de bienes patrimoniales.
Artículo 119. Obligación de explotación del dominio pri-

vado con criterios de rentabilidad.
Artículo 120. Explotación por medio de Organismo 

Público o ente instrumental.
Artículo 121. Explotación por particulares de bienes 

inmuebles patrimoniales.
Artículo 122. Duración de los contratos de explotación de 

bienes inmuebles.
Artículo 123. Contraprestación económica.
Artículo 124. Efectos y extinción.
Artículo 125. Verificación de las condiciones de explota-

ción.
Título VI. Órganos y actuaciones de coordinación en 

la utilización de edi ficios administrativos.
Capítulo I. Disposiciones generales.
Artículo 126. Concepto de edificios administrativos.
Artículo 127. Gestión patrimonial de los edificios admi-

nistrativos.
Capítulo II. Órganos de coordinación en la gestión 

patrimonial de los edificios administrati-
vos.

Artículo 128. Órganos de Coordinación.
Artículo 129. Comisión Coordinadora de Edificios Admi-

nistrativos.
Artículo 130. Coordinación y Colaboración.
Capítulo III. Planes y programas de actuación en la ges-

tión de los edificios ad ministrativos.
Artículo 131. Objeto y contenido de los Planes y Progra-

mas de Actuación.
Artículo 132. Planes de Actuación.
Artículo 133. Programas de Actuación.
Artículo 134. Facultades del Órgano Superior de Gestión 

Patrimonial de los Edificios Administra-
tivos.

Artículo 135. Subordinación de los actos de adquisición 
y disposición de inmuebles a la ejecución 
de planes y programas.

Artículo 136. Programación de actuaciones de adquisi-
ción o modificación de superficies en inmue-
bles para uso administrativo.

Artículo 137. Actuaciones de Colaboración.

Título VII. Infracciones y sanciones.

Artículo 138. Infracciones.
Artículo 139. Tipificación de las infracciones.
Artículo 140. Calificación de las infracciones.
Artículo 141. Responsables.
Artículo 142. Prescripción de infracciones.
Artículo 143. Sanciones.
Artículo 144. Prescripción de sanciones.
Artículo 145. Procedimiento sancionador y competencia.
Artículo 146. Reparación e indemnización de daños y 

perjuicios.
Artículo 147. Multas coercitivas.
Artículo 148. Medidas cautelares.



36888 Viernes 11 noviembre 2005 BOE núm. 270

Artículo 149. Ejecución subsidiaria.
Artículo 150. Vía de apremio.
Artículo 151. Hechos constitutivos de delito o falta.

Disposición adicional primera. Propiedades administra-
tivas especiales.

Disposición adicional segunda. Especialidades respecto 
del Inventario General de Bienes y Derechos.

Disposición adicional tercera. Actualización de cuantías.
Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley 3/2003, 

de 3 de marzo, de Organiza ción del Sector Público de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Disposición adicional quinta. Creación de la Comisión 
Coordinadora de Edificios Adminis trativos.

Disposición adicional sexta. Modificación del artículo 81 
de la Ley 7/2004, de 18 de octu bre, de Patrimonio Cultu-
ral, Histórico y Artístico de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja.

Disposición adicional séptima. Sentido desestimatorio 
del silencio administrativo en proce dimientos que afec-
ten a bienes patrimoniales.

Disposición adicional octava. Viviendas oficiales.
Disposición adicional novena. Modificación de la Ley 6/2002, 

de 18 de octubre, de Tasas y Precios Públicos de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Disposición transitoria primera. Normativa aplicable a 
los procedimientos iniciados antes de la entrada en 
vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de 
las concesiones demaniales vi gentes.

Disposición transitoria tercera. Aplicabilidad del apar-
tado 5 del artículo 50 a las adquisi ciones a título gratuito 
producidas con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley.

Disposición transitoria cuarta. Regularización de la 
situación de los órganos estatutarios.

Disposición derogatoria única.
Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo 

reglamentario.
Disposición final segunda. Entrada en vigor.

 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1
El Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja 

constituye uno de los recursos esenciales, junto con los 
financieros y humanos, para el cumplimiento de los fines 
que la Comunidad Autónoma de La Rioja, a través del 
Estatuto de Autonomía, tiene encomendados y para la 
ejecución de las políticas públicas que al Gobierno de La 
Rioja corresponde, en orden a la consecución de esos 
fines.

En efecto, el Estatuto de Autonomía atribuye a la 
Comunidad Autónoma de La Rioja competencias exclusi-
vas en su artículo 8.uno.1 para establecer la organización, 
estructura, régimen y funcionamiento de sus institucio-
nes de autogobierno, y también en su artículo 8.uno.2 
para la regulación del procedi miento administrativo deri-
vado de las especialidades de su organización propia. 
Como manifestación específica de dichas competencias, 
el artículo 31.5 del Estatuto de Autonomía le asigna 
específicamen te la atribución de regular los bienes de 
dominio público y patrimoniales cuya titularidad le 

correspon da, si bien el artículo 44.3 del mismo Estatuto 
establece una reserva de Ley afirmando que «una Ley del 
Parlamento de La Rioja regulará el régimen jurídico, así 
como la Administración, defensa y conserva ción del Patri-
monio de la Comunidad Autónoma».

La Ley 1/1993, de 23 de marzo, de Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja vino a dar cumpli-
miento y desarrollo a las citadas previsiones, en el marco 
de la legislación básica del Estado. La indicada Ley, junto 
a la Ley 4/2005, de 1 de junio, de Funcionamiento y Régi-
men Jurídico de la Admi nistración General de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja, la Ley 3/2003, de 3 de marzo, 
de Organi zación del Sector Público de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja y la Ley 3/1990, de 29 de junio, de 
Función Pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
constituyen los pilares esenciales en el pro ceso de auto-
gobierno de La Rioja, estableciéndose el régimen jurídico 
de los bienes y derechos de su patrimonio, soporte básico 
para la prestación de los servicios públicos y para el ejer-
cicio de las compe tencias que la Comunidad Autónoma 
de La Rioja ha asumido.

El aumento de competencias de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y la necesidad de actualizar y regularizar 
el Patrimonio como consecuencia del proceso de transfe-
rencias, exige disponer de un instru mento normativo 
nuevo que agilice la tramitación de los procedimientos 
patrimoniales.

2
La Constitución atribuye al Estado competencias 

exclusivas en materia de legislación procesal (ar tícu-
lo 149.1.60), legislación civil (artículo 149.1.80), y sobre las 
bases del régimen jurídico de las Admi nistraciones Públi-
cas (artículo 149.1.180), que actúan como límites a la com-
petencia que la Comunidad Autónoma de La Rioja ostenta 
para la regulación, mediante Ley, del régimen jurídico de 
su patrimonio.

En el marco de esa Normativa básica y general, desa-
rrollada por la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patri-
monio de las Administraciones Públicas, la presente Ley 
tiene por objeto regular el régimen jurídico de los bienes 
y derechos de dominio público o demaniales, y de los 
demás bienes de dominio privado o patrimoniales, que 
integran el Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

Se parte, por tanto, de un concepto amplio de patri-
monio que engloba a todos los bienes y derechos cuya 
titularidad corresponda a la Administración Autonómica.

La Ley se estructura en siete Títulos. El Título I recoge 
las disposiciones generales o comunes a to dos los bienes 
o derechos con independencia de su pertenencia a una 
categoría u otra. El Título II regu la los diferentes mecanis-
mos de los que puede hacer uso la Comunidad Autónoma 
de La Rioja para la protección y defensa de su Patrimonio. 
El Título III reconoce y distingue las diversas formas de 
adqui sición de bienes y derechos. El Título IV regula el 
régimen jurídico de los bienes de dominio público. El 
Título V establece el régimen jurídico de los bienes de 
dominio privado. El Título VI establece, co mo novedad en 
nuestra legislación, un régimen especial para la utiliza-
ción de edificios administrativos, con los objetivos de 
conseguir una eficiente administración patrimonial de los 
mismos y de facilitar la adecuación y suficiencia de estos 
activos para servir al servicio público al que están destina-
dos. Final mente, la Ley se cierra con un Título VII que esta-
blece un detallado régimen sancionador.

Desde un punto de vista subjetivo, el Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja engloba el conjunto de 
bienes y derechos cuya titularidad corresponda, tanto a 
su Administración General como a los Organismos Públi-
cos integrantes de su Sector Público. Por otro lado, el 
concepto de Sector Público, de acuerdo con lo previsto en 
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la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de Organización del Sector 
Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja, integra 
no sólo a la Administración General sino también a los 
Organismos Públicos vinculados o dependientes de la 
misma y a otros Entes Instrumentales, si bien, quedan 
fuera del concepto de patrimonio, a los efectos de esta 
Ley, los bienes y derechos cuya titularidad corresponda 
tanto a las empresas públicas constituidas como socieda-
des mercantiles como a las fundaciones públicas. Tam-
poco el patrimonio de los Consorcios públicos se puede 
considerar integrante del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, dado que los municipios aportan 
bienes a estas especiales formas de Administración, y la 
inclusión de tales bienes en el Patrimonio de la Comuni-
dad supondría un injustificado cambio de titula ridad de 
los mismos.

Se integran también en el Patrimonio de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja los bienes del Parla mento de 
La Rioja, al que la Ley reconoce autonomía patrimonial y 
facultades sobre los bienes propios y adscritos.

Por lo que respecta al patrimonio de la Universidad, 
ha de considerarse que constituye un verdadero patrimo-
nio separado del Patrimonio propio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, aunque la admi nistración y dispo-
sición de esos bienes y derechos debe ajustarse, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 80.3 de la Ley Orgánica 
de Universidades, «a las normas generales que rijan en 
esta materia», es decir, a la normativa básica estatal ya 
citada y a la normativa dictada por la Comunidad Autó-
noma de La Rio ja.

Las propiedades administrativas especiales se regirán 
por su legislación específica y, supletoriamen te, por lo 
dispuesto en esta Ley y sus disposiciones de desarrollo.

De este modo, el Patrimonio de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja regulado en esta Ley aparece integrado 
por el conjunto de bienes y derechos, de dominio público 
o patrimoniales, cuya titularidad corresponde a la Admi-
nistración General y a sus Organismos Públicos. Se dife-
rencia específicamente de la Hacienda Pública de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, que engloba el con-
junto de derechos y obligaciones de contenido eco-
nómico.

Esta concepción unitaria del patrimonio no impide el 
establecimiento de un sistema de gestión patri monial 
diferenciado. Es decir, la Ley asigna a las diferentes Con-
sejerías de la Administración General, y a los demás orga-
nismos y entes del sector público a los que resulta de 
aplicación esta Ley competen cias para la gestión y admi-
nistración de los bienes y derechos que utilicen para el 
cumplimiento de sus fines, correspondiendo a la Conseje-
ría competente en materia de Hacienda el ejercicio de las 
funciones dominicales sobre todo el Patrimonio de la 
Comunidad, sin perjuicio de las que correspondan al Parla-
mento o al Consejo de Gobierno, o a otros órganos de la 
Comunidad por tratarse de propiedades admi nistrativas 
especiales.

3
Los bienes y derechos que integran el patrimonio de 

esta Administración territorial se clasifican en las dos 
categorías tradicionales: bienes de dominio público o 
demaniales, y bienes de dominio privado o patrimonia-
les, categorías a las que corresponde un régimen jurídico 
diferente derivado de la afecta ción o no de esos bienes a 
un uso o servicio público, distinción que justifica una 
mayor protección de estos últimos.

La Ley define el dominio público atendiendo al crite-
rio determinante de la vinculación directa o afectación 
de los bienes o derechos reales a un uso general o ser-
vicio público, o bien cuando una nor ma con rango de 
Ley así lo haya determinado expresamente. Es decir, 
por su vinculación a un fin que no puede ser calificado 

de uso o servicio público, pero cuya relevancia puede 
justificar la integración, mediante Ley, del bien en el 
dominio público.

Son bienes patrimoniales los que no se hallan afecta-
dos a un uso general o servicio público, así co mo aque-
llos otros que por su propia naturaleza no admiten la 
calificación de demaniales, como los de rechos de arren-
damiento, y las acciones y participaciones en sociedades 
mercantiles.

El Título I contiene como novedad la inclusión entre 
las disposiciones generales de previsiones en cuanto a 
seguros, rendimientos, custodia, procedimientos de valo-
ración de los bienes y algunos precep tos comunes tanto a 
los bienes demaniales como a los patrimoniales, y a toda 
clase de negocios jurídi cos sobre los bienes que integran 
el patrimonio.

4
Una de las obligaciones básicas para todas las Admi-

nistraciones Públicas, establecida legalmente en la Ley 
33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Admi-
nistraciones Públicas, es la de proteger y defender los 
bienes y derechos que integran su patrimonio, en cuanto 
que estos, sean demaniales o patrimoniales, deben pre-
servarse, están entregados al uso general o sirven de 
soporte o instrumento pa ra el desarrollo de funciones o 
servicios públicos.

La protección y defensa del Patrimonio de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja aparece regulada en el Título II, 
que ofrece una ordenación conjunta de todas las posibles 
formas de protección.

En primer lugar se establecen las obligaciones de 
defensa y de custodia de dichos bienes, añadiendo la obli-
gación específica de ejercer las potestades previstas en 
este Título, además de las oportunas ins cripciones regis-
trales y la defensa en juicio si fuera pertinente.

A fin de llevar un control de todos los bienes y dere-
chos que integran el Patrimonio de la Comuni dad Autó-
noma de La Rioja, y como herramienta para su mejor 
defensa y custodia, la Ley regula el In ventario General de 
Bienes y Derechos. También se atribuye a la Consejería 
competente en materia de Hacienda la competencia para 
la inscripción de bienes y derechos en los correspondien-
tes Registros a nombre de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

Con relación a las prerrogativas y a las potestades 
protección y defensa del patrimonio, se reconoce la 
prerrogativa de inembargabilidad de los bienes, esta-
bleciendo la prohibición de dictar providencia de 
embargo o de despachar mandamiento de ejecución 
contra los bienes y derechos del Patrimonio de la Admi-
nistración Autonómica, sin perjuicio de lo previsto 
sobre esta materia en la legislación reguladora de la 
Hacienda Pública. Con respecto a este privilegio de 
inembargabilidad, se ha seguido el criterio mantenido 
por el Tribunal Constitucional en la Sentencia 166/1998, 
de modo que aquél se predica tanto de los bienes 
demaniales como de los patrimoniales materialmente 
afectados a un uso o servicio públi co. Asimismo, se 
regulan las prerrogativas de recuperación posesoria, 
investigación, inspección, deslin de y desahucio admi-
nistrativo.

Se han incluido una serie de pautas generales sobre 
los procedimientos de protección del patrimonio que, 
aunque deban desarrollarse reglamentariamente con 
posterioridad, permitirán ya su aplicación des de el 
momento de la entrada en vigor de esta Ley.

5
El Título III contiene las normas relativas a los nego-

cios de adquisición de bienes y derechos, reco nociéndose 
en aplicación del artículo 44 del Estatuto de Autonomía, la 
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plena capacidad de aquélla para adquirir bienes y dere-
chos por cualquiera de los medios establecidos en el 
Ordenamiento Jurídico.

En este Título se regulan con carácter general las dis-
tintas formas de adquisición de bienes y dere chos por la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, ya sea a título oneroso 
o lucrativo.

Además, se hace referencia a las formas especiales de 
adquisición como consecuencia de transferen cias, resolu-
ciones judiciales, actuaciones urbanísticas, extinción de 
Organismos Públicos o reducciones de capital, así como 
aquellas que se derivan de la aplicación de figuras jurídi-
cas sujetas al derecho pri vado como son la usucapión, la 
accesión o la ocupación.

Se presta una especial atención en este Título a los 
arrendamientos de bienes y a la constitución de socieda-
des y adquisición a título oneroso de acciones, participa-
ciones y valores.

La regulación de la adquisición de los Derechos de 
Propiedad Incorporal viene a cerrar este Título.

6
El Título IV regula el régimen de los bienes de dominio 

público, dividido en tres Capítulos.
Los dos primeros contienen las reglas de la afecta-

ción y desafectación y mutaciones demaniales atri-
buyéndose, con carácter general, al Consejero compe-
tente en materia de Hacienda la competencia para 
efectuar tales operaciones.

El Capítulo III fija las pautas del régimen de utilización 
general y particular de los bienes de domi nio público 
cuando no resulte contrario al interés general, permi-
tiendo la explotación de los mismos a través de las fórmu-
las admitidas en nuestro ordenamiento jurídico. La princi-
pal novedad con respecto a la Ley anterior es la prolija 
regulación que se efectúa del régimen de autorizaciones y 
concesiones sobre el dominio público, que pretende dar 
solución a todos los supuestos que se han planteado a lo 
largo de estos años, pero sin necesidad de recurrir a la 
aplicación supletoria de la normativa estatal.

7
El Título V regula el régimen jurídico de los bienes de 

dominio privado o patrimoniales y se estruc tura en cinco 
Capítulos que se refieren, respectivamente, a la enajena-
ción a título oneroso de bienes y derechos, permutas, 
cesiones gratuitas, prescripción y explotación.

Para la enajenación de bienes inmuebles y derechos 
inmobiliarios, la Ley exige la previa declaración de aliena-
bilidad que será acordada por el Consejero competente 
en materia de Hacienda, así como la depuración de la 
situación física y jurídica de los mismos y, en su caso, la 
inscripción en el Registro de la Propiedad.

La enajenación de bienes se efectuará con carácter 
general mediante subasta, salvo que concurra alguno de 
los supuestos tasados en la Ley, en los cuales podrá auto-
rizarse la enajenación directa.

Se regulan como novedades reseñables las enaje-
naciones de parcelas inedificables y fincas rústicas 
inexplotables, así como las aportaciones a Juntas de 
Compensación y las permutas por cosa futura. Por otra 
parte, la regulación de la explotación de bienes patri-
moniales es más prolija y detallada que la que existía 
hasta ahora.

8
El Título VI aparece como una novedad con respecto a 

la anterior Ley de Patrimonio.
La culminación del proceso de transferencias previsto 

en el Estatuto de Autonomía hasta este mo mento permite 
establecer ya una planificación del uso de edificios admi-

nistrativos con vocación de per manencia, y las herra-
mientas establecidas en la presente Ley coadyuvarán a la 
racionalización de tales usos.

Este Título establece un régimen especial en relación 
con la gestión patrimonial de los edificios ad ministrativos, 
que supone una ordenación novedosa y que se establece 
sin perjuicio del régimen general aplicable para la adqui-
sición, administración, conservación y enajenación de los 
inmuebles que inte gran el patrimonio público.

A través de este régimen se pretende obtener una 
atención eficiente de las necesidades de los servi cios 
públicos, actuando coordinadamente a través de planes y 
programas en ámbitos sectoriales o terri toriales sobre los 
inmuebles destinados a estos usos o a otros que se deter-
minen reglamentariamente.

Se ha previsto la intervención de un órgano asesor 
que analizará las situaciones y las necesidades plantea-
das, con la formulación de las propuestas que procedan.

9
El Título VII de la Ley desarrolla el régimen sanciona-

dor, con las previsiones habituales sobre in fracciones y 
sanciones, y del régimen de su prescripción, responsabi-
lidad, competencias para imponer sanciones y procedi-
miento.

Además, la Ley ha reforzado el régimen preexistente 
mediante la regulación de otros instrumentos que no 
estaban incluidos en la Ley de 1993, tales como las medi-
das cautelares, la obligación de repara ción e indemniza-
ción, la posibilidad de ejecución subsidiaria o las multas 
coercitivas.

TÍTULO I

Disposiciones generales

CAPÍTULO I

 Objeto, concepto, clasificación y régimen jurídico

Artículo 1. Objeto.

La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen 
jurídico de los bienes y derechos que integran el Patrimo-
nio de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Artículo 2. Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

1. El Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja está constituido por todos los bienes y derechos que 
le pertenezcan por cualquier título de adquisición.

2. Tendrán la consideración de Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja todos los bienes y 
derechos de su Administración General, y los que compo-
nen el patrimonio diferenciado de sus Organismos Públicos.

3. No se entenderán incluidos en el Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja el dinero, los valores, 
los créditos y los demás recursos financieros de su 
Hacienda ni, en el caso de los Organismos Públicos que 
integran su Sector Público, los recursos que constituyen 
su Tesorería.

Artículo 3. Clasificación.

Los bienes y derechos que integran el Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja se clasifican en dema-
niales o de dominio público y patrimoniales o de dominio 
privado.
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Artículo 4. Dominio público.

1. Son bienes y derechos de dominio público los 
que, siendo de titularidad pública, se encuentren afecta-
dos al uso general o al servicio público, así como aquellos 
a los que una Ley otorgue expresamente el carácter de 
demaniales.

2. Los inmuebles de titularidad de la Administra-
ción General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o 
de los Organismos Públicos vinculados a ella o depen-
dientes de la misma en que se alojen servicios, ofici-
nas o dependencias de sus órganos o de órganos 
estatutarios de la Comunidad Au tónoma de La Rioja se 
considerarán, en todo caso, bienes de dominio 
público.

Artículo 5. Dominio privado.

1. Son bienes y derechos de dominio privado o patri-
moniales los que siendo de titularidad de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja no tengan el carácter de demaniales.

2. En concreto tendrán tal consideración:
a) Los bienes y derechos que no se hallen destina-

dos al uso general o servicio público.
b) Los derechos de arrendamiento.
c) Los derechos de propiedad incorporal.
d) Los valores y títulos representativos de acciones y 

participaciones en el capital de sociedades mercantiles o 
de obligaciones emitidas por éstas y otros títulos valores.

e) Los contratos de futuros y opciones cuyo activo 
subyacente esté constituido por acciones o participacio-
nes en entidades mercantiles.

f) Los derechos de cualquier naturaleza derivados de 
la titularidad de los bienes de dominio pri vado.

Artículo 6. Régimen jurídico.

1. El Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja se regirá por la normativa básica y de aplicación 
general del Estado, por la presente Ley, por los regla-
mentos que la desarrollen, por las demás normas de 
Derecho público que resulten de aplicación y, en su 
defecto, por las normas de Derecho privado civil o mer-
cantil.

2. Los bienes y derechos de los Organismos Públicos 
y de los Consorcios regulados en el Capítulo III del Títu-
lo III de la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de Organización del 
Sector Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja, se 
rigen por lo dispuesto en la presente Ley.

3. Los bienes y derechos de las sociedades públicas 
y fundaciones públicas de la Comunidad Autó noma de La 
Rioja no quedarán sujetos a las disposiciones de la pre-
sente Ley.

4. Las propiedades administrativas especiales se 
regirán en cuanto a su adquisición y enajenación por lo 
dispuesto en la presente Ley; y en todo lo demás por su 
legislación específica, y supleto riamente por lo dispuesto 
en esta Ley y sus disposiciones de desarrollo. Son propie-
dades especia les las aguas terrestres, las minas, los mon-
tes públicos, los caminos, las vías pecuarias, las carre-
teras y sus franjas anexas, los ferrocarriles, los aeropuertos 
y el espectro radioeléctrico.

Artículo 7. Autonomía patrimonial de las Universidades.

1. La presente Ley será de aplicación a los bienes y 
derechos de titularidad de las Universidades de compe-
tencia de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de confor-
midad con lo dispuesto en la legislación de Universi-
dades.

2. Las Universidades deberán comunicar con carác-
ter previo los actos de disposición sobre sus bienes a la 
Consejería competente en materia de Hacienda, con el fin 
de que ésta pueda ejercer el derecho de reversión pre-
visto en dicha legislación.

CAPÍTULO II

Capacidad, competencia, funciones y responsabilidades

Artículo 8. Capacidad de obrar de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja tiene plena 
capacidad de obrar para adquirir, administrar y disponer 
de toda clase de bienes y derechos por los medios esta-
blecidos en el ordenamiento jurídico, y ejercitar las accio-
nes y recursos procedentes en defensa de su patrimonio 
a través de los órganos a los que esta Ley atribuya com-
petencia a tal efecto.

2. La Comunidad Autónoma de La Rioja ajustará sus 
actuaciones en materia patrimonial al princi pio de lealtad 
institucional, observando las obligaciones de información 
mutua, cooperación, asistencia y respeto a las respectivas 
competencias, y ponderando en su ejercicio la totalidad 
de los intereses públicos implicados.

Artículo 9. Autonomía patrimonial del Parlamento de La 
Rioja.

1. El Parlamento de La Rioja goza de autonomía 
patrimonial, correspondiéndole, con sometimiento a 
lo establecido en esta Ley, las mismas competencias y 
facultades que se atribuyen al Gobierno de La Rioja, al 
órgano superior de planificación y dirección patrimo-
nial y a las Consejerías, en cada caso, sobre los bienes 
y derechos que tengan adscritos, se les adscriban o 
adquieran. Ello no obstante, la titularidad de sus bie-
nes será en todo caso de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja.

2. El Parlamento de La Rioja comunicará a la Conse-
jería competente en materia de Hacienda los actos que 
incidan sobre dichos bienes y derechos.

3. Cuando al Parlamento dejara de serle necesario 
un bien inmueble o derecho real que tuviera ads crito, lo 
pondrá en conocimiento de la Consejería competente en 
materia de Hacienda para que por la misma se disponga 
de dicho bien o derecho, de conformidad con lo dispuesto 
en la presen te Ley.

Artículo 10. Autonomía patrimonial de los demás órga-
nos estatutarios.

Los demás órganos estatutarios carecen de autono-
mía para adquirir y disponer de bienes inmuebles, aun-
que gozan de autonomía para la gestión ordinaria, la 
conservación y el mantenimiento del Patrimo nio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja que les sea adscrito en 
los términos previstos en el artículo 12.3 de la presente 
Ley.

Artículo 11. Capacidad para celebrar contratos privados 
con la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Podrán celebrar contratos privados con la Comunidad 
Autónoma de La Rioja las personas físicas o jurídicas con 
plena capacidad de obrar con arreglo a las normas de 
Derecho privado. La Comunidad Autónoma de La Rioja 
podrá celebrar contratos privados con menores e incapa-
citados de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
civil.
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Artículo 12. Competencias.

1. Corresponde al Consejo de Gobierno:
a) Definir la política aplicable a los bienes y derechos 

del Patrimonio de la Comunidad Autóno ma de La Rioja.
b) Determinar las directrices y estrategias de gestión 

de las sociedades públicas de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, en coherencia con la política económica y la 
estabilidad presupuesta ria.

c) Establecer los criterios de actuación coordinada 
para la adecuada gestión de tales bienes y derechos.

d) Acordar o autorizar los actos de disposición, ges-
tión y administración que esta Ley le atribuye.

e) Ejercer las competencias que le atribuye esta Ley 
en relación con el régimen especial de uso de los edificios 
administrativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

2. Corresponde al titular de la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda, como órgano supe rior de 
planificación y dirección patrimonial:

a) Proponer al Consejo de Gobierno la aprobación 
de los reglamentos precisos para el desarrollo de esta Ley 
y dictar, en su caso, las disposiciones y resoluciones nece-
sarias para su aplicación.

b) Velar por el cumplimiento de la política patrimo-
nial definida por el Consejo de Gobierno, para lo cual 
dictará las normas reglamentarias que procedan de con-
formidad con lo dispuesto en la presente Ley, así como 
las instrucciones, circulares y órdenes de servicio que 
resulten necesarias.

c) Verificar la correcta utilización de los recursos 
inmobiliarios del Patrimonio de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y del gasto público asociado a los 
mismos.

d) Aprobar los índices de ocupación y criterios bási-
cos de utilización de los edificios administra tivos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

e) Ejercer las facultades dominicales sobre el Patri-
monio de la Comunidad Autónoma de La Rio ja y la repre-
sentación extrajudicial del mismo, salvo en aquellos 
supuestos que esta Ley u otra norma con rango de Ley lo 
atribuya a otro órgano.

f) Acordar la incorporación al Patrimonio de la Admi-
nistración General de la Comunidad Autóno ma de La 
Rioja de los bienes de los Organismos Públicos, cuando a 
éstos dejaren de serles nece sarios para el cumplimiento 
de sus fines.

g) Acordar o autorizar los actos de disposición, 
administración y explotación que esta Ley le atribuye.

h) Representar a la Comunidad Autónoma de La 
Rioja en las relaciones de contenido patrimo nial con 
otras Administraciones Públicas y con entidades pri-
vadas.

i) Elevar al Consejo de Gobierno, a propuesta de la 
Consejería de tutela, el acuerdo de designa ción de los 
representantes en la Junta General de las sociedades 
públicas.

j) Ejercer las competencias que le atribuye esta Ley 
en relación con el régimen especial de uso de los edificios 
administrativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

k) Imponer las sanciones graves y muy graves pre-
vistas en la presente Ley.

l) Resolver las reclamaciones previas a la vía juris-
diccional civil a las que se refiere el artículo 37 de la 
Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas.

3. Corresponde a los órganos de cada Consejería 
que reglamentariamente se determinen:

a) Ejecutar, en el ámbito de sus competencias, la polí-
tica patrimonial aprobada por el Consejo de Gobierno, y 
aplicar las normas reglamentarias, así como las instruccio-

nes, circulares y órde nes de servicio dictadas por el Órgano 
Superior de Planificación y Dirección Patrimonial.

b) Ejercer las funciones relativas a la administración, 
custodia y conservación, y demás actuacio nes que 
requiera el correcto uso de los bienes y derechos del Patri-
monio de la Comunidad Autónoma de La Rioja que ten-
gan adscritos o cuya administración y gestión les corres-
ponda.

c) Ejercer las funciones de administración, gestión e 
ingreso en la tesorería de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja de los derechos que deban percibirse por la utiliza-
ción privativa del dominio público que tengan adscrito o 
cuya administración y gestión les corresponda.

d) Solicitar de la Consejería competente en materia 
de Hacienda la adscripción de los bienes y derechos nece-
sarios para el cumplimiento de los fines y funciones que 
tengan encomendados, y su desadscripción cuando dejen 
de serles necesarios.

e) Proponer a la Consejería competente en materia 
de Hacienda la adquisición de bienes y dere chos necesa-
rios para el cumplimiento de los fines y funciones públi-
cas que tengan atribuidos de conformidad con lo previsto 
en la presente Ley.

4. Corresponde al órgano de la Consejería con com-
petencias en materia de Hacienda, al que el Con sejo de 
Gobierno atribuya las competencias en materia de patri-
monio, como órgano superior de gestión patrimonial:

a) Elevar al titular de su Consejería las propuestas 
que estime convenientes para la adecuada ges tión, admi-
nistración y utilización de los bienes y derechos del Patri-
monio de la Comunidad Autó noma de La Rioja.

b) Supervisar, bajo la dirección del titular de su Con-
sejería, la ejecución de la política patrimo nial fijada por el 
Consejo de Gobierno.

c) Efectuar el seguimiento de la gestión del Patrimo-
nio de la Comunidad Autónoma de La Rioja a través de la 
contabilidad patrimonial.

d) Ejercer las competencias que le atribuye esta Ley 
en relación con el régimen especial de uso de los edificios 
administrativos de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

e) Imponer las sanciones leves previstas en la pre-
sente Ley.

5. Corresponde a los órganos de los Organismos 
Públicos que integran el Sector Público de la Co munidad 
Autónoma de La Rioja, de acuerdo con su normativa 
reguladora:

a) Ejecutar, en el ámbito de sus competencias, la 
política patrimonial aprobada por el Consejo de Gobierno 
y aplicar las directrices e instrucciones dictadas por 
Órgano Superior de Planifica ción y Dirección Patrimo-
nial.

b) Ejercer, con respecto a sus propios bienes, las 
funciones que en esta Ley se atribuyen al órga no superior 
de planificación y dirección patrimonial y a cada una de 
las Consejerías, previo informe de la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda con respecto a los actos de 
ad quisición y disposición.

c) Ejercer las funciones relativas a la administración, 
custodia y conservación y demás actuacio nes que requie-
ran el correcto uso de los bienes y derechos propios del 
organismo o adscritos al mismo, o cuya administración y 
gestión les corresponda.

d) Solicitar del Consejero competente en materia de 
Hacienda a través de la Consejería de tutela, la adscrip-
ción de bienes y derechos para el cumplimiento de los 
fines y funciones públicos que tengan encomendados, y 
su desadscripción cuando dejen de serles necesarios, así 
como la afectación o desafectación al uso general o a los 
servicios públicos de sus bienes patrimonia les.
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e) Instar la incorporación al Patrimonio de la Admi-
nistración General de la Comunidad Autóno ma de La 
Rioja de sus bienes inmuebles cuando éstos dejen de ser 
necesarios para el cumpli miento de sus fines y así sea 
procedente conforme a lo señalado en el artículo 34 de la 
Ley 3/2003, de 3 de marzo, de Organización del Sector 
Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

6. Corresponde a los órganos de los Consorcios que 
integran el Sector Público de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja, de acuerdo con su normativa reguladora:

a) Ejercer, con respecto a sus propios bienes, las 
funciones que en esta Ley se atribuyen al órga no superior 
de planificación y dirección patrimonial y a cada una de 
las Consejerías.

b) Ejercer las funciones relativas a la administración, 
custodia y conservación y demás actuacio nes que 
requiera el correcto uso de los bienes y derechos propios 
del organismo o cuya admi nistración y gestión les corres-
ponda.

7. Corresponde a la Dirección General de los Servi-
cios Jurídicos la representación y defensa en jui cio del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja según 
su normativa específica.

Artículo 13. Deber de administración, conservación e 
información.

1. Toda persona natural o jurídica, pública o privada 
que, por cualquier título, tenga a su cargo la posesión, 
gestión o administración de bienes o derechos del Patri-
monio de la Comunidad Autó noma de La Rioja, está obli-
gada a su custodia, conservación y, en su caso, explota-
ción racional, y responderá ante la misma de los daños y 
perjuicios por ella causados. Del mismo modo, debe rán 
informar, cuando se solicite, sobre la situación, título, uso 
o estado de los mismos y de los bienes revertibles.

2. Las personas al servicio de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, cualquiera que sea la naturale za de su 
relación, deberán velar por la conservación e integridad 
de los bienes que constituyen el patrimonio de aquella, 
procurando la adecuada utilización de los mismos y el 
cumplimiento de los fines a que estén destinados y remi-
tiendo a la Consejería competente en materia de Hacienda 
cuantos datos y documentos resulten necesarios para la 
adecuada defensa y conservación.

3. Sin perjuicio de las publicaciones que fueren pre-
ceptivas los municipios de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja tienen la obligación de notificar a la Consejería com-
petente en materia de Hacienda la aprobación inicial, la 
provisional y la definitiva de instrumentos de planea-
miento urbanístico que afec ten a bienes o derechos del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja, con 
identificación de los citados bienes y derechos.

La competencia para efectuar las notificaciones es la 
que dispone la Ley 33/2003, de 3 de no viembre, del Patri-
monio de las Administraciones Públicas.

Los plazos para formular alegaciones o interponer 
recursos frente a los actos que deban ser objeto de notifi-
cación comenzarán a contarse desde la fecha de la 
misma.

Artículo 14. Deber general de cooperación y obligación 
de comparecer.

1. Las personas físicas y jurídicas tienen el deber de 
cooperar en la investigación, defensa y protección del 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja y 
aportar la información que para ello se les solicite. A tal 
fin, tienen la obligación de comparecer ante los órganos y 
servicios administrativos competentes cuando lo exija la 

tramitación de cualquier procedimiento administrativo en 
materia de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

2. Las Administraciones Públicas de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja deben cooperar en la investiga-
ción, defensa y mantenimiento de la titularidad del patri-
monio de la misma, mediante la información adecuada y 
el auxilio en la ejecución de los actos que lo requieran.

CAPÍTULO III

Disposiciones comunes a los negocios jurídicos
sobre el patrimonio

Artículo 15. Régimen jurídico de los negocios jurídicos 
patrimoniales.

1. Con carácter general, la competencia para acordar 
contratos, convenios y demás negocios jurídicos de 
adquisición o disposición de bienes y derechos, que per-
tenezcan o vayan a integrarse en el Patrimonio de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja corresponderá al Consejero competente en mate-
ria de Hacienda, si tuvieran por objeto bienes inmuebles, 
títulos valores o derechos de propiedad industrial o a los 
titulares de las Consejerías interesadas si tuvieran como 
objeto bienes muebles o el resto de derechos de propie-
dad incorporal sin perjuicio de las previsiones específicas 
contenidas en esta Ley.

2. La competencia para celebrar los negocios a los 
que se refiere el apartado anterior en el caso de los Orga-
nismos Públicos, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 12.5 de la presente Ley, corresponderá a sus Pre-
sidentes salvo que sus normas de organización lo atribu-
yan a otro órgano.

3. Los contratos, convenios y demás negocios jurídi-
cos sobre los bienes y derechos patrimoniales están suje-
tos al principio de libertad de pactos, pudiendo la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja concertar las cláusulas y 
condiciones que tenga por conveniente, siempre que no 
sean contrarias al interés público, al ordenamiento jurí-
dico o a los principios de buena administración.

4. Los contratos, convenios y demás negocios jurídi-
cos sobre los bienes y derechos patrimoniales se regirán 
en cuanto a su preparación y adjudicación por la norma-
tiva básica y de aplicación general del Estado, por la pre-
sente Ley y por sus disposiciones desarrollo, y en lo no 
previsto en estas normas por la legislación de contratos 
de las administraciones públicas. Sus efectos y extinción 
se regirán por las normas de Derecho privado civil o mer-
cantil.

5. No obstante, se considerarán actos jurídicos sepa-
rables los que se dicten en relación con su preparación y 
adjudicación y, en consecuencia, podrán ser impugnados 
de conformidad con lo previsto en la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 16. Expediente patrimonial.

1. Los órganos a los que se refieren los apartados 1 
y 2 del artículo anterior podrán establecer pliegos genera-
les de pactos y condiciones para determinadas categorías 
de contratos que deberán ser informados, con carácter 
previo a su aprobación, por la Consejería competente en 
materia de Hacienda y por los Servicios Jurídicos del 
Gobierno de La Rioja.

2. Los negocios jurídicos dirigidos a la adquisición, 
explotación, enajenación, cesión o permuta de bienes o 
derechos demaniales o patrimoniales que contemplen la 
realización por las partes de prestaciones accesorias rela-
tivas a los bienes o derechos objeto de los mismos, o a 
otros integrados en el patrimonio de la Administración 
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contratante, siempre que el cumplimiento de tales obliga-
ciones se encuentre suficientemente garantizado, se tra-
mitarán en expediente único, rigiéndose por las normas 
correspondientes al negocio jurídico patrimonial que 
constituya su objeto principal.

3. Antes de iniciar el expediente sobre cualquiera de 
los negocios previstos en el apartado anterior sobre bie-
nes y derechos demaniales o patrimoniales, se depurará 
su situación física y jurídica.

4. En todo caso, los actos aprobatorios de los nego-
cios patrimoniales incorporarán los pactos y condiciones 
reguladores de los derechos y obligaciones de las partes.

5. Cuando el contrato origine gastos para la Admi-
nistración General de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja o sus Organismos Públicos, deberá constar en el 
expediente el certificado de existencia de crédito o docu-
mento que legalmente le sustituya de acuerdo con la 
legislación de Hacienda Pública aplicable en la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja y, en su caso, ser objeto de 
fiscalización o control.

Artículo 17. Formalización.

1. Los negocios jurídicos de adquisición o enajena-
ción de bienes inmuebles y derechos reales se formaliza-
rán en escritura pública. Los arrendamientos y demás 
negocios jurídicos de explotación de inmuebles, cuando 
sean susceptibles de inscripción en el Registro de la Pro-
piedad, deberán formalizarse en escritura pública para 
poder ser inscritos cuando lo solicite una de las partes, 
siendo los gastos generados de cuenta de la parte que 
solicite la inscripción.

2. En las cesiones administrativas expresadas en el 
artículo 113.2 de la Ley 33/2003, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, el órgano competente para 
otorgar el documento administrativo correspondiente 
será el titular de la Consejería con competencias en mate-
ria de Hacienda, previa autorización del Consejo de 
Gobierno, en su caso, o el Presidente del Organismo 
Público salvo que las normas de creación u organización 
de éste lo atribuyan a otro órgano.

3. Compete a la Consejería competente en materia 
de Hacienda realizar los trámites conducentes a la forma-
lización notarial de los contratos y demás negocios jurídi-
cos sobre bienes y derechos de la Administración General 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja a que se refiere 
este Título. En el otorgamiento de las escrituras ostentará 
la representación de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja el Consejero con com-
petencia en materia de Hacienda. En el ámbito de los 
Organismos Públicos, el otorgamiento de escrituras 
corresponde a su Presidente, salvo que sus normas de 
creación u organización atribuyan dicha competencia a 
otro órgano.

CAPÍTULO IV

Seguros, rendimientos, valoración y obras 
sobre el patrimonio

Artículo 18. Seguros.

Para garantizar la integridad patrimonial del inmovili-
zado material, en función de los riesgos a los que puedan 
estar sometidos o puedan provocar, la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda:

a) Analizará los sectores y factores de riesgo propo-
niendo o formalizando aquellas medidas que tiendan a 
reducir o prevenir la siniestralidad en el citado inmovili-
zado.

b) Podrá realizar operaciones de transferencia de 
riesgos mediante la formalización de contratos de seguro 
con entidades autorizadas para realizar este tipo de ope-
raciones.

c) Formalizará las pólizas correspondientes a los 
seguros legales a los que el uso de los mismos obligue.

Artículo 19. Rendimientos del patrimonio y custodia de 
valores.

1. El producto de la enajenación de los bienes y dere-
chos patrimoniales de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja se ingresará en su Hacienda y, de conformidad con 
lo previsto en la legislación de Hacienda Pública aplicable 
en la Comunidad Autónoma de La Rioja, podrá dar lugar 
a generaciones de crédito. Las generaciones se efectua-
rán únicamente en aquellos créditos destinados a cubrir 
gastos de la misma naturaleza que los que se originaron 
por la adquisición o producción de los bienes enajenados.

2. Cuando la enajenación se refiera a bienes inmue-
bles o activos financieros, la generación únicamente 
podrá realizarse en los créditos correspondientes a opera-
ciones de capital. No obstante, los ingresos derivados de 
la enajenación de bienes inmuebles o activos financieros 
procedentes de herencias, legados o donaciones podrán 
generar crédito para gastos corrientes.

3. Los títulos valores e ingresos de derecho privado, 
herencias, legados y donaciones se custodiarán y admi-
nistrarán por la tesorería de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja.

Artículo 20. Valoración.

1. Las valoraciones de los bienes inmuebles y dere-
chos que deban realizarse para el cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en esta Ley u otras que resulten 
de aplicación, deberán expresar los parámetros en que se 
fundamentan y serán realizadas por personal técnico 
dependiente de la Consejería con competencia en materia 
de Hacienda.

2. Estas actuaciones podrán igualmente encargarse 
por la Consejería con competencias en materia de 
Hacienda, con carácter excepcional, a sociedades de tasa-
ción debidamente inscritas en el correspondiente registro 
y a empresas legalmente habilitadas, con sujeción a las 
disposiciones que regulan la contratación administrativa, 
o podrá recabar la colaboración de otros órganos de la 
Administración.

3. La valoración de bienes muebles podrá ser efec-
tuada por personal técnico de cada Consejería, de confor-
midad con los procedimientos que reglamentariamente 
se determinen y sin perjuicio del valor que contablemente 
corresponda.

4. De forma motivada, el Órgano Superior de Ges-
tión Patrimonial podrá modificar la tasación cuando ésta 
no justifique adecuadamente la valoración de algunos 
elementos determinantes, cuando razones de especial 
idoneidad del inmueble le otorguen un valor para la 
Administración distinto del valor de mercado, o cuando 
concurran hechos o circunstancias no apreciados en la 
tasación.

Artículo 21. Contratos de obras en inmuebles de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

1. La realización de obras en inmuebles integrados 
en el Patrimonio de la Administración de la Co munidad 
Autónoma de La Rioja requerirá constancia en el docu-
mento contable del número asignado al bien en el Inven-
tario General de Bienes y Derechos.

2. Con carácter previo a la ejecución de contratos de 
obras que hayan de ser realizadas en inmuebles en los 
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que ostente la Comunidad Autónoma de La Rioja titulari-
dades jurídicas, y en los que se vea afectada la estructura 
o distribución interior de los mismos, el órgano de contra-
tación solicitará la expedición por el Órgano Superior de 
Gestión Patrimonial de nota informativa en la que se acre-
dite que los inmuebles correspondientes se hallan com-
prendidos en el Inventario General de Bienes y Derechos. 
No será obligatorio para el órgano de contratación solici-
tar esta nota informativa en los supuestos en los que la 
legislación sobre contratos de las administraciones públi-
cas exija acreditación de la disponibilidad que deberá ser 
emitida por el Órgano Superior de Gestión Patrimonial.

3. A la terminación de las obras, será remitida el acta 
de recepción o documento equivalente, al Órgano Supe-
rior de Gestión Patrimonial por la Intervención General, 
en aquellos supuestos en que asista a la recepción un 
representante de la misma. En el supuesto en que no 
exista designación por la Intervención General, la remi-
sión corresponderá al órgano competente en la tramita-
ción del expediente de contratación.

4. Se exceptúan de lo dispuesto en los párrafos ante-
riores los contratos de obras que se realicen en propieda-
des administrativas especiales.

5. En los expedientes de intervención en obras de 
infraestructura hidráulica, de transporte y de carretera 
será de aplicación lo dispuesto en la legislación de contra-
tos de las Administraciones Públicas.

6. Igualmente lo dispuesto en los párrafos anterio-
res del presente artículo no será de aplicación a la inter-
vención en bienes inmuebles que puedan adquirirse no 
para su integración en el patrimonio, sino para el cum-
plimiento de políticas agrarias, por su disposición para 
volver al tráfico jurídico y a los que integren el patrimo-
nio del suelo en las políticas del suelo y promoción de 
viviendas.

CAPÍTULO V

 Adscripción y desadscripción

Artículo 22. Adscripción y desadscripción de bienes y 
derechos a las Consejerías del Gobierno de La Rioja.

1. Las Consejerías del Gobierno de La Rioja podrán 
solicitar de la Consejería competente en materia de 
Hacienda la adscripción de bienes y derechos para el 
cumplimiento de sus fines y la gestión de los servicios de 
su competencia.

2. La adscripción transfiere las facultades y obliga-
ciones de uso, administración y conservación de los bie-
nes y derechos que se les adscriban no reservadas por la 
presente Ley a otros órganos, pero nunca la titularidad de 
los bienes o derechos.

3. La adscripción se considerará implícita en la afec-
tación a la prestación de un servicio público del bien o 
derecho del que se trata, y se entenderá adscrito el bien 
en este caso a la Consejería competente para la presta-
ción del servicio público al que está afecto el bien. La 
desafectación de los bienes y derechos de dominio 
público implicará su desadscripción.

4. Los inmuebles en construcción se entenderán 
adscritos a la Consejería u Organismo Público con cargo a 
cuyos créditos presupuestarios se efectúe la edificación. 
Una vez finalizada la obra, se dará cuenta de su recepción 
a la Consejería competente en materia de Hacienda, para 
que lleve a cabo las regularizaciones que resulten proce-
dentes.

5. Los bienes y derechos demaniales podrán ser 
objeto de más de una adscripción, siempre que la utiliza-
ción conjunta no resulte incompatible, correspondiendo 
las facultades y obligaciones de uso, administración, con-
servación y defensa, de forma proporcional, a los distin-

tos órganos que los tengan adscritos. La resolución del 
Consejero competente en materia de Hacienda que 
apruebe la adscripción delimitará el alcance, extensión y 
límites de las potestades y obligaciones que asumirá cada 
Consejería. Si surgieran discrepancias entre los distintos 
órganos que tuvieran adscrito el bien respecto al ejercicio 
de las citadas facultades, resolverá el titular de la Conse-
jería competente en materia de Hacienda, previa audien-
cia de los órganos interesados.

6. Cuando a una Consejería dejare de serle necesario 
cualquiera de los bienes que tuviera adscritos, lo pondrá 
en conocimiento de la Consejería competente en materia 
de Hacienda para que ésta acuerde la desadscripción o 
nueva adscripción del bien de que se trate. La Consejería 
a la que figuraba adscrito el inmueble continuará asu-
miendo los gastos derivados del mismo hasta el final del 
ejercicio económico, salvo que antes de finalizar el mismo 
se produjera una nueva adscripción.

7. Si los bienes o derechos adscritos no fuesen desti-
nados al fin previsto dentro del plazo que, en su caso, se 
hubiera fijado, o dejaran de serlo posteriormente o se 
incumpliesen cualesquiera otras condiciones estableci-
das para su utilización, el Órgano Superior de Gestión 
Patrimonial podrá cursar un requerimiento a la Consejería 
a la que se adscribieron los bienes y derechos para que se 
ajuste en su uso a lo señalado en la resolución de adscrip-
ción, o proponer al Consejero competente en materia de 
Hacienda la desadscripción de los mismos.

8. Los bienes muebles y los derechos incorporales 
se entienden adscritos implícitamente a la Consejería que 
los hubiera adquirido.

Artículo 23. Adscripción y desadscripción de bienes y 
derechos a Organismos Públicos integrantes del Sec-
tor Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

1. Los Organismos Públicos del Gobierno de La Rioja 
podrán solicitar de la Consejería competente en materia 
de Hacienda, en la forma prevista en el artículo 12 de esta 
Ley, la adscripción de los bienes y derechos que sean 
necesarios para el cumplimiento directo de sus fines.

2. La adscripción transfiere las facultades y obliga-
ciones de uso, administración y conservación de los bie-
nes y derechos demaniales que se les adscriban no reser-
vadas por la presente Ley a otros órganos, pero nunca la 
titularidad de los bienes o derechos.

3. La Consejería de la que dependa el Organismo 
Público que tenga adscrito el bien adoptará, como titular 
de la competencia y en ejercicio de las funciones de 
tutela, las medidas que estime oportunas para la ade-
cuada conservación de los bienes y su efectiva aplicación 
a sus fines.

4. En caso de utilización conjunta de un bien, se apli-
carán las previsiones del apartado 5 del artículo anterior.

5. Cuando los bienes o derechos adscritos dejen de 
ser necesarios para el cumplimiento directo de los fines 
determinantes de la adscripción, el Organismo Público 
solicitará de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, en la forma prevista en el artículo 12 de esta 
Ley, que ésta acuerde la desadscripción del bien de que se 
trate.

6. Si los bienes o derechos adscritos no fuesen des-
tinados al fin previsto dentro del plazo que, en su caso, se 
hubiera fijado, o dejaran de serlo posteriormente o se 
incumpliesen cualesquiera otras condiciones estableci-
das para su utilización, el Órgano Superior de Gestión 
Patrimonial podrá cursar un requerimiento al organismo 
al que se adscribieron los bienes y derechos para que se 
ajuste en su uso a lo señalado en la resolución de adscrip-
ción, o proponer al Consejero competente en materia de 
Hacienda la desadscripción de los mismos.
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Artículo 24. Subrogación.

1. La sucesión entre órganos y Organismos Públicos, 
en los supuestos de creación, supresión o reforma de 
Consejerías u Organismos Públicos de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, en virtud de norma legal o regla-
mentaria, determina la subrogación automática de los 
derechos, facultades y obligaciones sobre los bienes y, no 
supone, en su caso, novación de las causas determinan-
tes de la adscripción de los bienes o derechos, que conti-
nuarán con el mismo régimen, salvo que en el expediente 
que lo motive se disponga otra cosa.

2. El Órgano Superior de Gestión Patrimonial refle-
jará estos cambios de denominación y de adscripción en 
el Inventario General de Bienes y Derechos.

TÍTULO II

Protección y defensa del patrimonio

CAPÍTULO I

De la obligación de proteger y defender el patrimonio

Artículo 25. Extensión de la obligación.

La Administración General de la Comunidad 
Au tónoma de La Rioja, y los Organismos Públicos y Con-
sorcios que integran su sector público estarán obligados 
a proteger y defender el Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, identificando adecuadamente los 
bienes y derechos que lo integran, procurando su inscrip-
ción registral y ejerciendo las potestades administrativas 
y las acciones judiciales que sean procedentes para ello.

CAPÍTULO II

Del inventario y registro de los bienes

SECCIÓN 1.ª INVENTARIO GENERAL DE BIENES Y DERECHOS

Artículo 26. Inventario General de Bienes y Derechos.

El Inventario General de Bienes y Derechos de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja comprende todos los 
bienes y derechos que integran su patrimonio, conforme 
a lo dispuesto en esta Ley, con excepción de los bienes 
muebles fungibles y de aquellos otros bienes muebles 
cuyo valor unitario sea inferior al límite fijado mediante 
Orden de la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

Artículo 27. Formación, actualización y valoración.

1. Corresponden a la Consejería competente en 
materia de Hacienda, en relación con la formación y 
actualización del Inventario General de Bienes y Dere-
chos, las siguientes competencias:

a) La adopción de los criterios y directrices para la 
formación, actualización y valoración del Inventario 
General de Bienes y Derechos, para lo cual dictará las dis-
posiciones reglamentarias oportunas.

b) La formación, actualización y valoración del 
Inventario de los bienes inmuebles de la Administración 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja y de los adscritos 
a Organismos Públicos.

c) La formación, actualización y valoración del Inven-
tario de las acciones y participaciones en el capital de 
sociedades mercantiles y otros títulos valores.

2. Las Consejerías ejercerán las competencias en la 
formación, actualización y valoración del Inventario de los 
bienes muebles y derechos incorporales que hayan adqui-
rido, conforme a los criterios de elaboración del Inventario 
General, en el que se incluyen, y además colaborarán en la 
formación y actualización del mismo en cuanto a los demás 
bienes y derechos en él comprendidos.

Artículo 28. Inventario de los Organismos Públicos.

1. Los Organismos Públicos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja elaborarán el Inventario del patrimonio 
de todos sus bienes y derechos y serán competentes en 
su mantenimiento, todo ello, según las directrices de la 
Consejería competente en materia de Hacienda.

2. Los Organismos Públicos colaborarán en la for-
mación y actualización del Inventario General, en lo que 
respecta a los bienes inmuebles que tengan adscritos. Los 
Inventarios de los organismos Públicos a los que se 
refiere el apartado anterior se incorporarán al Inventario 
General de Bienes y Derechos de la Co munidad Autó-
noma de La Rioja en la forma que se determine reglamen-
tariamente.

Artículo 29. Inventario de los Consorcios integrantes del 
sector público de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja.

Los Consorcios integrantes del sector público de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja elaborarán el Inventa-
rio del patrimonio de todos sus bienes y derechos y serán 
competentes en su mantenimiento, todo ello, según las 
directrices de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, y de conformidad con la normativa específica 
que, en su caso, les afecte.

Artículo 30. Naturaleza del Inventario General de Bienes 
y Derechos.

1. El Inventario General de Bienes y Derechos de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja no tiene la considera-
ción de registro público y los datos reflejados en el 
mismo, así como los resultados de su agregación o explo-
tación estadística, constituyen información de apoyo para 
la gestión interna, para la definición de políticas de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja y de los Organismos Públicos que integran su 
sector público, y servirá de apoyo para la llevanza de la 
contabilidad patrimonial.

2. Estos datos no surtirán efectos entre particulares 
ni podrán ser utilizados para hacer valer derechos frente a 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

3. La consulta por terceros de datos del Inventario 
General sólo será procedente cuando formen parte de un 
expediente de naturaleza patrimonial y de conformidad 
con las reglas generales de acceso a éstos.

SECCIÓN 2.ª INSCRIPCIONES REGISTRALES

Artículo 31. Órganos competentes para la formalización 
e inscripción de documentos.

1. Corresponde al Órgano Superior de Planificación y 
Dirección Patrimonial otorgar las escrituras públicas que 
procedan en los actos o negocios que afecten a los bienes 
inmuebles o derechos reales sobre los mismos que inte-
gren el Patrimonio, instando las inscripciones registrales 
que procedan, sin perjuicio de lo dispuesto en los párra-
fos siguientes. Igualmente le corresponderá instar las 
inscripciones que procedan para la protección de los 
derechos de propiedad industrial e intelectual.
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2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el 
órgano competente en los procedimientos de expropia-
ción, instará, con el acta de pago y ocupación, las inscrip-
ciones registrales que procedan, dando cuenta de las 
mismas al Órgano Superior de Gestión Patrimonial, para 
su constancia en el Inventario General.

3. En los Organismos Públicos y Consorcios del Sec-
tor Público de la Comunidad Autónoma de La Rioja, la 
competencia para instar las inscripciones de sus propios 
bienes inmuebles y derechos susceptibles de la misma 
corresponderá a sus Presidentes, gerentes o directores, 
de conformidad con lo que dispongan sus normas de 
creación o funcionamiento.

Artículo 32. Inscripciones registrales.

1. Los bienes y derechos que integran el Patrimonio 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja, ya sean dema-
niales o patrimoniales y los actos y contratos que les afec-
ten, que sean susceptibles de inscripción en registros 
públicos, deberán ser inscritos en los mismos. Esta ins-
cripción será po testativa en el caso de arrendamiento 
inscribible conforme a la legislación hipotecaria.

2. Los documentos necesarios para las inscrip ciones 
registrales que procedan con arreglo a la legis lación hipo-
tecaria y a lo establecido en el Capítulo IV del Título II de 
la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas, serán los que se determinen 
conforme a lo dispuesto en el artículo 37 de di cha Ley.

3. Las comunicaciones a que hacen referencia los 
artículos 38 y 39 de la Ley 33/2003, de 3 de no viembre, del 
Patrimonio de las Administraciones Públicas, se realiza-
rán al Órgano Superior de Planificación y Dirección Patri-
monial, que se deter mina en la presente Ley.

CAPÍTULO III

Prerrogativas y potestades de la Comunidad Autónoma 
de la Rioja con respecto a sus bienes

SECCIÓN 1.ª INEMBARGABILIDAD

Artículo 33. Inembargabilidad de bienes y derechos.

1. Ningún tribunal ni autoridad administrativa podrá 
dictar providencia de embargo ni despachar manda-
miento de ejecución contra los bienes y derechos patri-
moniales cuando se encuentren ma terialmente afectados 
a un servicio público o a una función pública, cuando sus 
rendimientos o el producto de su enajenación estén legal-
mente afectados a fines determinados, o cuando se trate 
de va lores o títulos representativos del capital de socieda-
des públicas que ejecuten políticas públicas o presten 
servicios de interés económico general.

2. El cumplimiento de las resoluciones judiciales que 
determinen obligaciones a cargo de la Admi nistración 
General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o de los 
Organismos Públicos y Con sorcios que integran su Sector 
Público, se efectuará de conformidad con lo dispuesto en 
la legis lación de Hacienda Pública aplicable en la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja y en la legislación reguladora 
de la jurisdicción contencioso-administrativa.

SECCIÓN 2.ª DISPOSICIONES COMUNES A LAS POTESTADES 
DE DEFENSA DEL PATRIMONIO

Artículo 34. Enumeración de potestades.

1. Corresponden a la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, a sus Orga nismos 
Autónomos y a los Consorcios integrantes de su Sector 

Público las siguientes potestades en relación con sus bie-
nes y derechos:

a) La potestad de investigación.
b) La potestad de deslinde.
c) La potestad de recuperación de oficio.
d) La potestad de desahucio administrativo, sola-

mente con respecto a sus bienes de dominio pú blico.

2. Las entidades públicas empresariales integrantes 
del Sector Público de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja sólo podrán ejercer las potestades enumeradas en 
el apartado 1 para la defen sa de los bienes que tengan el 
carácter de demaniales.

Artículo 35. Normas generales aplicables a las potesta-
des de defensa.

1. Iniciado el procedimiento para el ejercicio de las 
facultades y potestades expresadas en el artículo anterior, 
el órgano competente para resolverlo podrá, de conformi-
dad con lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, adoptar las medidas cautelares provisionales que 
considere necesarias para asegurar la eficacia del acto 
que en su momento pueda dictarse. En los casos en los 
que exista un peligro inminente de pérdida o deterioro del 
bien, estas medidas provisionales podrán ser adoptadas, 
con los requisitos señalados en el apartado 2 de dicho 
precepto, antes de la iniciación del procedimiento.

2. Las cuestiones de naturaleza civil que se susciten 
con ocasión del ejercicio de estas potestades deberán 
someterse a reclamación previa a la vía judicial civil con-
forme a las normas de la Sección 3.ª del Capítu lo IV del 
Título III de la Ley 4/2005, de 1 de junio, de Funciona-
miento y Régimen Jurídico de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

3. Frente a las actuaciones que en ejercicio de las 
potestades de defensa del patrimonio realice la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja de conformidad con el proce-
dimiento establecido en la pre sente Ley y sus normas de 
desarrollo no se admitirá a trámite interdicto alguno, 
según lo previsto en la legislación sobre procedimiento 
administrativo común.

4. Los actos administrativos dictados en los procedi-
mientos que se sigan para el ejercicio de estas facultades 
y potestades que afecten a titularida des y derechos de 
carácter civil sólo podrán ser recurridos ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa por infracción de las 
normas sobre competencia y procedimiento, de confor-
midad con lo previsto en la Ley reguladora de dicha 
ju risdicción, previo agotamiento de la vía administrativa.

5. Si con ocasión del ejercicio de las facultades enu-
meradas en el artículo anterior se descubrieren indicios 
de delito o falta penal, previo informe de los servicios 
jurídicos de la Comunidad Autó noma se pondrán los 
hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal, sin perjui-
cio de continuar con la tramitación de los procedimientos 
administrativos a los efectos oportunos.

SECCIÓN 3.ª POTESTAD DE INVESTIGACIÓN

Artículo 36. Naturaleza.

1. La Consejería competente en materia de Hacienda 
tiene la facultad de investigar la situación de los bienes y 
derechos que formen o puedan formar parte del Patrimo-
nio de la Co munidad Autónoma de La Rioja, a fin de 
determinar, cuando no le conste, su titularidad sobre los 
mismos así como los usos a que son destinados.

2. No será necesario tramitar el procedimiento de 
investigación cuando con motivo de concentracio nes par-
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celarias se asignen a la Comunidad Autónoma de La Rioja 
fincas de reemplazo carentes de titular. El acto o acuerdo 
de asignación al que se refiere el artículo 49 de la 
ley 33/2003, del Patrimonio de las Administraciones Públi-
cas, será dictado por el Consejero competente en mate ria 
de Hacienda y será título suficiente para la toma de pose-
sión.

Artículo 37. Inicio del procedimiento.

1. El ejercicio de la acción investigadora se iniciará 
de oficio, sea a iniciativa propia o bien por denuncia de 
los ciudadanos. En este último caso, se dará traslado al 
denunciante de la resolución de inicio del procedi miento 
o del archivo de la denuncia.

2. Las autoridades, funcionarios y demás personas 
que, por razón de su cargo o por cualquier tipo de relación 
dependiente de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
tuvieran noticia de la existen cia de una confusión de titu-
laridades en que la misma pueda ser parte, de ocupación 
ilegítima, o de cualquier otra actuación que pudiera lesio-
nar sus intereses, están obligados a ponerlo en cono-
cimiento de la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

3. A las personas que, sin venir obligados a ello por 
razón de su cargo o funciones, promuevan la investiga-
ción, denunciando la existencia de bienes y derechos que 
presumiblemente sean de titu laridad de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, se les abonará en las condiciones 
que reglamen tariamente se determinen, como premio e 
indemnización de todos los gastos el diez por ciento como 
máximo del importe en el que hayan sido tasados en la 
forma prevista en esta Ley. El dere cho al premio, en su 
caso, se devengará una vez que el bien o derecho se haya 
incorporado al Pa trimonio de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja. La resolución del expediente patrimonial deci-
dirá lo que proceda con respecto al derecho y abono de 
los premios correspondientes.

4. Las Entidades Locales de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja deberán dar cuenta a la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda de los edictos que les remita 
el Registro de la Propiedad con motivo de la inmatricula-
ción de fincas o exceso de cabida de fincas colindantes 
con otras de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Asi-
mismo, pondrán en conocimiento de la citada Consejería 
todos aquellos hechos o actuaciones que pudieran 
menoscabar o deteriorar los bienes y derechos de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja, producidos dentro de 
su término municipal.

Artículo 38. Procedimiento.

Reglamentariamente se regulará el procedimiento de 
investigación de los bienes y derechos, con sujeción a las 
siguientes normas:

a) La resolución de inicio del procedimiento de inves-
tigación se publicará en el Boletín Oficial de La Rioja, sin 
perjuicio de la posibilidad de utilizar adicionalmente otros 
medios de difu sión. Una copia de la resolución será remi-
tida a la Entidad Local en cuyo término radique el bien, 
para su exposición al público en el tablón de edictos.

b) Cuando se considere suficientemente acreditada 
la titularidad de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
sobre el bien o derecho, se declarará así en la resolución 
que ponga fin al procedi miento y se procederá a su tasa-
ción, a su inclusión en el Inventario General de Bienes y 
Dere chos de la Comunidad Autónoma de La Rioja y, en su 
caso, en el Inventario del organismo o consorcio, y a su 
inscripción en el Registro de la Propiedad, así como a la 
adopción, en su caso, de cuantas medidas sean proceden-
tes para obtener su posesión.

c) El plazo máximo para resolver el procedimiento de 
investigación será de dos años, contados desde el día 
siguiente al de la publicación prevista en el párrafo a) de 
este apartado. Transcu rrido este plazo sin haberse dictado 
y notificado la correspondiente resolución, caducará el pro-
cedimiento y se acordará el archivo de las actuaciones.

d) Todas las personas físicas o jurídicas, públicas o 
privadas, están obligadas a colaborar a los fines señala-
dos en esta Sección. La falta de colaboración, o el entor-
pecimiento de la acción investiga dora, serán sancionados 
conforme a lo previsto en el Título VII de la presente Ley.

SECCIÓN 4.ª POTESTAD DE DESLINDE

Artículo 39. Naturaleza.

La Comunidad Autónoma de La Rioja tiene la facultad 
de promover y ejecutar el deslinde total o parcial de los 
bienes inmuebles de dominio público o patrimoniales 
cuyos límites no aparecieren preci sos o sobre los que 
existieren indicios de usurpación, con audiencia de los 
dueños de las fincas colin dantes y titulares de otros dere-
chos reales constituidos sobre las mismas y demás intere-
sados.

Artículo 40. Inicio del procedimiento.

1. El procedimiento de deslinde se iniciará de oficio, 
por propia iniciativa o a instancia de los propieta rios de 
terrenos que linden con fincas de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja. Las Consejerías de la Administración 
General de la Comunidad Autónoma podrán instar de la 
Consejería competente en materia de Hacienda el inicio 
del procedimiento de deslinde sobre sus bienes adscritos 
cuando no les corresponda iniciarlo de conformidad con 
lo dispuesto en el apartado siguiente.

2. El inicio, tramitación y aprobación del deslinde de 
las vías pecuarias, vías e itinerarios verdes, montes, carre-
teras, terrenos anejos y demás propiedades administrati-
vas especiales corresponderá a las Consejerías compe-
tentes en la materia, con arreglo a las disposiciones 
específicas que las regulen. Dichas Consejerías comunica-
rán a la Consejería competente en materia de Hacienda 
dentro de los quince días siguientes a su aprobación la 
resolución de deslinde, junto con la docu mentación nece-
saria para su constancia en el Inventario General de Bie-
nes y Derechos de la Co munidad Autónoma de La Rioja e 
inscripción en el Registro de la Propiedad. La Consejería 
com petente en materia de Hacienda podrá instar de las 
Consejerías y Organismos Públicos el deslinde de esta 
clase de bienes demaniales, a efectos de determinar con 
precisión la extensión de estos y la eventual existencia de 
bienes sobrantes.

3. Iniciado el procedimiento de deslinde, no podrá 
instarse procedimiento judicial con igual pretensión, ni se 
admitirán actuaciones interdictales sobre el estado pose-
sorio de las fincas a que se refiera el deslinde, mientras 
éste no se lleve a cabo.

Artículo 41. Procedimiento.

Reglamentariamente se regulará el procedimiento 
que ha de seguirse para el ejercicio de la potestad de des-
linde, con sujeción a las siguientes normas:

a) Cuando el procedimiento se inicie a petición de 
los colindantes, serán a su costa los gastos generados, 
debiendo constar en el expediente su conformidad 
expresa con ellos. Para el cobro de dichos gastos podrá 
seguirse la vía de apremio.

b) El acuerdo de inicio del procedimiento se comuni-
cará al Registro de la Propiedad correspon diente a fin de 
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que, por medio de nota al margen de la inscripción de 
dominio, se tome razón de su incoación.

c) El inicio del procedimiento se publicará gratuita-
mente en el Boletín Oficial de La Rioja y en el tablón de 
edictos de la Entidad Local en cuyo término radique el 
inmueble a deslindar, sin perjuicio de la posibilidad de 
utilizar adicionalmente otros medios de difusión. Igual-
mente, el acuerdo de iniciación se notificará a cuantas 
personas se conozca ostenten derechos sobre las fincas 
colindantes que puedan verse afectadas por el deslinde.

d) La resolución por la que se apruebe el deslinde 
deberá notificarse a los afectados por el proce dimiento de 
deslinde y publicarse en la forma prevista en el apartado 
anterior.

e) El plazo máximo para resolver el procedimiento 
de deslinde será de 18 meses, contados desde la fecha del 
acuerdo de inicio. Transcurrido este plazo sin haberse dic-
tado y notificado la co rrespondiente resolución, caducará 
el procedimiento y se acordará el archivo de las actuacio nes.

Artículo 42. Resolución.

1. Salvo lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 40, 
la aprobación del deslinde corresponde al Conseje ro 
competente en materia de Hacienda, cuya resolución será 
ejecutiva y sólo podrá ser impugnada en vía contencioso 
administrativa por infracción del procedimiento, sin per-
juicio de que cuantos se esti men lesionados en sus dere-
chos puedan hacerlos valer ante la jurisdicción ordinaria.

2. Una vez que sea firme el acuerdo de aprobación 
del deslinde, se procederá al amojonamiento, con inter-
vención de los interesados que lo soliciten.

3. Si la finca a la que se refiere el deslinde se hallare 
inscrita en el Registro de la Propiedad, se ins cribirá tam-
bién el deslinde administrativo debidamente aprobado. 
En caso contrario, se procederá a la inmatriculación de 
aquélla.

4. Los terrenos sobrantes tras el deslinde de bienes 
de dominio público conservarán el carácter de demania-
les hasta que se acuerde su desafectación.

SECCIÓN 5.ª POTESTAD DE RECUPERACIÓN POSESORIA

Artículo 43. Naturaleza.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá recu-
perar por sí misma, en cualquier momento, la posesión 
indebidamente perdida de los bienes y derechos de domi-
nio público pertenecientes al patrimonio de la misma.

2. Si los bienes y derechos cuya posesión se trata de 
recuperar tienen la condición de patrimoniales, la potes-
tad de recuperación podrá ejercitarse antes de que trans-
curra el plazo de un año desde el día siguiente al de la 
usurpación, comunicando en este mismo plazo esta cir-
cunstancia al interesado. Pasado dicho plazo, para recu-
perar la posesión de estos bienes deberán ejercitarse las 
acciones civiles que procedan.

Artículo 44. Procedimiento.

Reglamentariamente se regulará el procedimiento que 
ha de seguirse para el ejercicio de la potestad de recupera-
ción posesoria con sujeción a las siguientes normas:

a) La Consejería competente en materia de Hacienda 
ostentará la prerrogativa de recuperación de los bienes 
que componen el Patrimonio de la Administración Gene-
ral de la Comunidad Autónoma de La Rioja. Este órgano 
iniciará o continuará el procedimiento de recuperación 
posesoria de oficio, sea por iniciativa propia o a solicitud 
motivada de la Consejería u Organismo Público que los 
tenga adscritos. El acuerdo de inicio del procedimiento 

habrá de ser notificado antes de que transcurra el plazo 
de un año desde el día siguiente al de la usurpación 
cuando afecte a bienes patrimoniales.

b) Previa audiencia al interesado y una vez compro-
bado el hecho de la usurpación posesoria y la fecha en 
que ésta se inició, se requerirá al ocupante para que cese 
en su actuación, señalándo le un plazo no superior a ocho 
días para ello, con la prevención de que la Administración 
ac tuará en la forma señalada en los apartados siguientes 
si no atendiere voluntariamente el re querimiento.

c) En caso de resistencia al desalojo, se adoptarán 
cuantas medidas sean conducentes a la recu peración de 
la posesión del bien o derecho, de conformidad con lo 
dispuesto en el Capítulo V del Título VI de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administra ciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común. Para el lanzamiento podrá solici tarse el 
auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, o impo-
nerse multas coercitivas, cada una de ellas de hasta un 5 
por 100 del valor de los bienes ocupados, y reiteradas por 
períodos de ocho días hasta que se produzca el desalojo.

d) Los gastos derivados de la tramitación del proce-
dimiento de recuperación, así como el deriva do de los 
daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado a los bie-
nes usurpados, serán de cuenta del causante o beneficia-
rio de la ocupación indebida, y podrán exigirse por el 
procedi miento de apremio.

SECCIÓN 6.ª POTESTAD DE DESAHUCIO ADMINISTRATIVO

Artículo 45. Naturaleza.

La Comunidad Autónoma de La Rioja tiene la facultad 
de promover y ejecutar en vía administrativa el desahucio 
de quienes ocupan sus bienes demaniales cuando se 
extinga el derecho de ocupación de los particulares, otor-
gado en virtud de concesión, autorización o cualquier otro 
título.

Artículo 46. Procedimiento.

Reglamentariamente se regulará el procedimiento 
que ha de seguirse para el ejercicio de la potestad de des-
ahucio con sujeción a las siguientes normas:

a) El ejercicio de la potestad de desahucio corres-
ponde a la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

b) Para el ejercicio de la potestad de desahucio será 
necesaria la previa declaración de extinción o caducidad 
del título que otorgaba el derecho de utilización de los 
bienes de dominio públi co.

c) Esta declaración, así como los pronunciamientos 
que sean pertinentes en relación con la li quidación de la 
correspondiente situación posesoria y la determinación 
de la indemnización que, en su caso, sea procedente, se 
efectuarán en vía administrativa, previa instrucción del 
pertinente procedimiento, en el que deberá darse audien-
cia al interesado.

d) La resolución que recaiga, que será ejecutiva sin 
perjuicio de los recursos que procedan, se notificará al 
detentador, y se le requerirá para que desocupe el bien, a 
cuyo fin se le concederá un plazo no superior a ocho días 
para que proceda a ello.

e) Si el tenedor no atendiera el requerimiento, se 
procederá en la forma prevista en el Capítu lo V del Títu-
lo VI de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administra ciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común. Se podrá solicitar para el 
lanza miento el auxilio de las Fuerzas y Cuerpos de Segu-
ridad, o imponer multas coercitivas de has ta un cinco 
por 100 del valor de los bienes ocupados, reiteradas por 
períodos de ocho días hasta que se produzca el desalojo.
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f) Los gastos que ocasione el desalojo serán a cargo 
del detentador, así como el derivado de los daños y per-
juicios que se hubiesen ocasionado a los bienes detenta-
dos, pudiendo hacerse efectivo su importe por la vía de 
apremio.

CAPÍTULO IV

De las limitaciones a la disponibilidad de los bienes
 y derechos

Artículo 47. Régimen de disponibilidad de los bienes y 
derechos.

1. Los bienes y derechos de dominio público son ina-
lienables, imprescriptibles e inembargables.

2. Los bienes y derechos patrimoniales podrán ser 
enajenados siguiendo el procedimiento y cum pliendo los 
requisitos establecidos en el Título V de la presente Ley. 
Sólo se podrán gravar tales bienes y derechos cumpliendo 
los requisitos exigidos para su enajenación.

3. Los bienes y derechos patrimoniales podrán ser 
objeto de prescripción adquisitiva por terceros de 
acuerdo con lo dispuesto en el Código Civil y en las leyes 
especiales.

Artículo 48. Transacción y arbitraje.

No se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente 
sobre los bienes y derechos del Patrimonio de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja, ni someter a arbitraje las con-
tiendas que se susciten sobre los mis mos, sino mediante 
acuerdo del Gobierno de La Rioja, a propuesta del Conse-
jero competente en mate ria de Hacienda, previo dictamen 
del Consejo Consultivo de La Rioja de conformidad con su 
normativa reguladora.

TÍTULO III

Adquisición de bienes y derechos

CAPÍTULO I

Adquisición de bienes y derechos

SECCIÓN 1.ª FORMAS DE ADQUISICIÓN DE BIENES Y DERECHOS

Artículo 49. Adquisición de bienes y derechos.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá adqui-
rir bienes y derechos por cualquier título jurí dico, oneroso 
o lucrativo, de derecho público o privado, y en particular:

a) Por atribución de la Ley.
b) A título oneroso, con ejercicio o no de la facultad 

de expropiación.
c) Por herencia, legado o donación.
d) Por cesión administrativa.
e) Por usucapión, accesión u ocupación.
f) Mediante los correspondientes traspasos como 

consecuencia de la transferencia de competencias, enco-
mienda o delegación de funciones o servicios, efectuados 
por otras administraciones.

g) En virtud de actuaciones urbanísticas.
h) Por cualquier otro modo legítimo conforme al 

ordenamiento jurídico.

2. Los bienes y derechos adquiridos se integrarán en 
el dominio público o en el dominio privado de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos siguien tes.

3. Los bienes que por su forma de adquisición se 
integren en el dominio privado podrán ser poste riormente 
afectados al uso general o al servicio público, de confor-
midad con las normas estable cidas en los artículos 69 
a 72 de la presente Ley.

SECCIÓN 2.ª ADQUISICIONES A TÍTULO GRATUITO

Artículo 50. Herencias, legados y donaciones.

1. La adquisición de bienes y derechos a título gra-
tuito, cualquiera que sea su naturaleza, en favor de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja se acordará por el Con-
sejero competente en materia de Hacienda, aun cuando el 
testador o donante haya señalado otro órgano de la 
Comunidad Autóno ma de La Rioja como beneficiario, sin 
perjuicio de que en la adscripción de dicho bien se tenga 
en cuenta dicha voluntad. De estas adquisiciones se dará 
cuenta al Consejo de Gobierno.

2. La aceptación de herencias, legados y donaciones 
a favor de la Comunidad Autónoma de La Rio ja, cuando 
se refieran a bienes integrantes del Patrimonio Cultural 
Riojano corresponde a la Con sejería competente en mate-
ria de Hacienda, previo informe preceptivo de la Conseje-
ría compe tente en materia de Cultura, cuando se trate de 
bienes inmuebles. Cuando se trate sólo de bienes mue-
bles, la aceptación corresponderá a la Consejería compe-
tente en materia de Cultura, previo informe preceptivo de 
la Consejería competente en materia de Hacienda.

3. Las adquisiciones de bienes y derechos a título 
gratuito se aceptarán siempre que, previa valora ción, el 
valor global de las cargas o gravámenes no exceda del 
valor intrínseco de aquéllos. No se considerará grava-
men, a estos efectos, las inversiones que tenga que reali-
zar la Comunidad Au tónoma de La Rioja para destinar un 
inmueble a uso general o a un servicio público de su 
compe tencia. Las herencias se aceptarán siempre a bene-
ficio de inventario.

4. Cuando una disposición gratuita se hubiere efec-
tuado a favor de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
para el cumplimiento de fines o la realización de activida-
des que sean de la competencia exclusiva de otra Admi-
nistración, se notificará la existencia de tal disposición a 
la Administra ción competente a fin de que sea aceptada, 
en su caso, por ésta. Si la disposición se hubiese efec-
tuado para la realización de fines de competencia del 
beneficiario, se entenderá efectuada a favor de la Admi-
nistración competente y, de haber varias con competen-
cias concurrentes, a favor de la de ámbito territorial supe-
rior de entre aquéllas a que pudiera corresponder por 
razón del domici lio del causante.

5. Si los bienes se hubieren adquirido con la condi-
ción o modo de destinarlos a determinada finali dad, se 
entenderá cumplida y consumada aquélla cuando durante 
treinta años hubieran servido a la misma, aunque luego 
dejaren de estarlo por circunstancias de interés público 
debidamente jus tificadas.

6. Sin perjuicio de lo señalado en los párrafos ante-
riores de este artículo, en aquellos casos en los que de 
conformidad con el Código Civil deba heredar el Estado, 
el Consejo de Gobierno instará a éste para que subrogue 
a la Comunidad Autónoma en los derechos que pudieran 
corresponderle como heredero, siempre que el causante 
tenga vecindad administrativa en cualquiera de los muni-
cipios de la Comunidad Autónoma de La Rioja al tiempo 
del fallecimiento o se trate de bienes sitos en dicho terri-
torio.

7. Las disposiciones por causa de muerte a favor de 
Organismos Públicos de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja se entenderán hechas a favor de los mismos o de 
quie nes, en su caso, hayan asumido sus funciones y, en 
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su defecto, de la Administración General de la Comu nidad 
Autónoma de La Rioja

Artículo 51. Cesiones administrativas.

1. La cesión administrativa de bienes y derechos de 
otras Administraciones Públicas en favor de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja para destinarlos a un uso 
público o a la prestación de servi cios públicos de su com-
petencia deberá aceptarse por la Comunidad Autónoma 
de La Rioja.

2. La competencia para la aceptación corresponde al 
titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, y la resolución de aceptación será notificada a 
la Administración cedente y se dará cuenta de la misma al 
Consejo de Gobierno.

3. La cesión de bienes muebles será aceptada por el 
titular de la Consejería interesada, salvo que se trate de 
vehículos a motor, en cuyo caso la competencia corres-
ponde al titular de la Consejería competente en materia 
de Hacienda.

SECCIÓN 3.ª ADQUISICIONES A TÍTULO ONEROSO

Artículo 52. Adquisiciones a título oneroso.

1. Salvo en el caso de expropiación forzosa y en los 
supuestos en que la Comunidad Autónoma de La Rioja 
goce de un derecho de adquisición preferente, las adqui-
siciones a título oneroso se efec tuarán con carácter gene-
ral mediante concurso público, en la forma que reglamen-
tariamente se determine, y mediante adquisición directa 
cuando se dé alguno de los supuestos previstos en el 
artículo siguiente.

2. En el concurso, la adjudicación recaerá en el licita-
dor que, en su conjunto, haga la proposición más venta-
josa, teniendo en cuenta los criterios que se hayan esta-
blecido en los pliegos, sin aten der exclusivamente al 
precio de la misma y sin perjuicio del derecho de la Admi-
nistración a de clararlo desierto.

3. Las adquisiciones a título oneroso de bienes 
inmuebles requerirán que el vendedor depure la si tuación 
física y jurídica de los bienes, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 16.3 de esta Ley.

Artículo 53. Adquisición de bienes inmuebles y derechos 
reales a título oneroso.

1. La adquisición a título oneroso de bienes inmue-
bles y derechos sobre los mismos que la Comuni dad 
Autónoma de La Rioja necesite para el cumplimiento de 
sus fines y la gestión de sus intere ses será acordada por 
el Consejero competente en materia de Hacienda a pro-
puesta de la Conse jería interesada. Se requerirá autoriza-
ción previa del Consejo de Gobierno cuando de conformi-
dad con la legislación de Hacienda Pública aplicable en la 
Comunidad Autónoma de La Rioja se requiera también su 
autorización previa del gasto. En este supuesto, el mismo 
acuerdo contendrá ambas autorizaciones.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, la 
adquisición a título oneroso de bienes inmue bles para la 
construcción de carreteras, vías verdes y vías pecuarias 
corresponderá acordarla al Consejero competente por razón 
de la materia, con idénticos límites en cuanto a la autoriza-
ción previa que los previstos en el apartado anterior.

3. El Consejero competente en materia de Hacienda 
podrá exceptuar el concurso y autorizar la ad quisición 
directa de bienes inmuebles y derechos reales, a pro-
puesta de la Consejería interesada, cuando concurra 
alguna de las siguientes circunstancias:

a) Cuando hubiese quedado desierto un concurso.

b) Reconocida urgencia de la adquisición a efectuar.
c) Escasez de la oferta en el mercado inmobiliario de 

la localidad o entorno donde estén situados los inmue-
bles.

d) Peculiaridad del servicio o de la necesidad que 
deba ser satisfecha.

e) Precio del bien o derecho a adquirir inferior a 
300.000 euros.

f) Singularidad del bien o derecho que se pretenda 
adquirir.

g) Colindancia con un inmueble propiedad de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja o sobre el que ésta 
ostente algún derecho.

h) Cuando se adquiera a un copropietario una cuota 
de un bien, en caso de condominio.

i) Cuando la adquisición se efectúe en virtud del ejer-
cicio de un derecho de adquisición prefe rente.

j) Cuando el propietario del bien sea otra administra-
ción pública o, en general, cualquier perso na jurídica de 
derecho público o privado perteneciente al sector 
público.

4. En la adquisición de bienes inmuebles a título 
oneroso, la Comunidad Autónoma de La Rioja podrá dife-
rir el pago dentro de las limitaciones previstas en la legis-
lación de Hacienda Pública, previos los preceptivos infor-
mes favorables de los órganos competentes en materia 
de Patrimonio y Presupuestos.

5. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá 
adquirir a título oneroso bienes inmuebles como licita-
dora en procedimientos de subasta.

6. Se dará cuenta al Parlamento de La Rioja de todas 
las adquisiciones a que se refiere el apartado 3 del pre-
sente artículo, así como de todas las demás en las que se 
requiera autorización previa del Consejo de Gobierno.

7. En todo caso, la adquisición de bienes inmuebles y 
derechos reales requerirá con carácter previo la corres-
pondiente valoración.

Artículo 54. Adquisición de edificios en construcción a 
título oneroso.

1. La adquisición de inmuebles en construcción por 
la Comunidad Autónoma de La Rioja o sus Or ganismos 
Públicos podrá acordarse siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones:

a) El valor del suelo y de la parte del edificio ya cons-
truida debe ser superior al de la porción que se encuentra 
pendiente de construcción.

b) La adquisición deberá acordarse por un precio 
determinado o determinable según parámetros ciertos.

c) En el momento de formalización de la escritura 
pública de adquisición, sin perjuicio de los aplazamientos 
que puedan concertarse, sólo podrá abonarse como 
máximo el importe corres pondiente al suelo y a la obra 
realizada, según certificación de los servicios técnicos 
corres pondientes de la Administración.

d) El resto del precio podrá abonarse a la entrega del 
inmueble o contra las correspondientes cer tificaciones de 
obra conformadas por los servicios técnicos.

e) El plazo previsto para su terminación y entrega no 
podrá exceder de cuatro años desde la fe cha de formaliza-
ción de la escritura pública.

f) El vendedor deberá garantizar suficientemente la 
entrega del edificio terminado en el plazo y condiciones 
pactados.

g) El adquirente deberá establecer los mecanismos 
necesarios para asegurar que el inmueble se ajusta a las 
condiciones estipuladas.

2. La adquisición de estos inmuebles por los Orga-
nismos Públicos que integran su sector público requerirá 
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el previo informe favorable de la Consejería competente 
en materia de Hacienda.

Artículo 55. Afectación, adscripción y conservación de 
los bienes inmuebles y derechos adquiridos.

1. Una vez adquiridos por la Comunidad Autónoma 
de La Rioja los inmuebles y derechos sobre los mismos 
por cualquiera de los procedimientos regulados en los 
artículos anteriores, la Consejería competente en materia 
de Hacienda procederá a realizar los trámites necesarios 
para su afecta ción y adscripción, en su caso, así como a 
su inclusión en el Inventario General de Bienes y De rechos 
y a su inscripción en el Registro de la Propiedad.

2. Corresponderá al Órgano Superior de Gestión 
Patrimonial la adopción de las medidas necesarias para la 
conservación de los bienes expresados, hasta que sean 
adscritos a la Consejería u Organis mo Público correspon-
diente.

Artículo 56. Adquisición de bienes muebles a título oneroso.

1. La adquisición a título oneroso de los bienes mue-
bles necesarios para el ejercicio de las competencias y la 
prestación de los servicios públicos de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja corresponderá al titular de la Con-
sejería que los haya de utilizar, y se someterá a lo previsto 
en la legislación de con tratos de las Administraciones 
Públicas.

2. La Consejería competente en materia de Hacienda 
podrá acordar la homologación de determina dos bienes 
de esta naturaleza que tengan el carácter de suministro de 
acuerdo con la legislación básica de contratos administra-
tivos. La homologación tendrá como consecuencia la 
adquisición obligatoria de los bienes homologados por 
los órganos de la Administración General de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja. Dicha obligatoriedad podrá 
extenderse a los Organismos Públicos integrantes del 
sector público de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
cuando así se disponga por la Consejería competente en 
materia de Hacienda.

Artículo 57. Adquisición por expropiación.

1. La adquisición de bienes y derechos por expropia-
ción forzosa se rige por su normativa específi ca.

2. Cuando se utilice esta forma de adquisición, la 
afectación del bien al uso general o al servicio público se 
entenderá implícita en la expropiación.

3. La tramitación de la expropiación corresponde a 
la Consejería competente por razón de la mate ria, que 
deberá dar cuenta de la misma a la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda, remi tiendo las actas de 
pago y ocupación inscritas, en su caso, en el Registro de 
la Propiedad y cuanta otra documentación se determine 
reglamentariamente para su incorporación en el Inventa-
rio Ge neral de Bienes y Derechos.

4. La Consejería que haya efectuado la expropiación 
deberá remitir a la Consejería competente en materia de 
Hacienda la identificación física y situación jurídica de las 
parcelas sobrantes a efec tos de su inclusión en el Inventa-
rio General.

5. Si en el proyecto de expropiación incoado por una 
Consejería, aparecen bienes o derechos adscri tos a otra 
Consejería o a un Organismo Público o ente instrumental 
de la Comunidad Autónoma de La Rioja, se tramitará la 
mutación demanial, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 74 de esta Ley. Si los bienes pertenecen a otra 
administración, se continuará el procedimiento de expro-
piación.

6. El ofrecimiento y tramitación de los derechos de 
reversión, cuando proceda, serán efectuados, previa 

depuración de la situación física y jurídica de los bienes, 
por la Consejería que hubiera instado la expropiación, 
aunque hubiera sido posteriormente adscrito a otro dis-
tinto.

A estos efectos, la Consejería a que posteriormente se 
hubieren afectado o adscrito los bienes comunicará a la 
que hubiese instado la expropiación la realización del 
supuesto que dé origen al derecho de reversión.

El reconocimiento del derecho de reversión llevará 
implícita la desafectación del bien o derecho al que se 
refiera.

No obstante, hasta que se proceda a la ejecución del 
acuerdo, corresponderá a la Consejería a que estuviese 
adscrito el bien o derecho objeto de la reversión proveer lo 
necesario para su vigilancia, protección jurídica, defensa, 
administración, conservación y mantenimiento. De no con-
sumarse la reversión, la desafectación del bien se efectuará 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 de esta 
Ley.

7. La posterior desafectación del bien o derecho o la 
mutación de su destino no darán derecho a ins tar su 
reversión cuando se produzcan en la forma y con los 
requisitos previstos en el apartado 2 del artículo 54 de la 
Ley de 16 de diciembre de 1954, de Expropiación Forzosa, 
y en el apartado 2 del artículo 40 de la Ley 6/1998, de 13 de 
abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones.

SECCIÓN 4.ª FORMAS ESPECIALES DE ADQUISICIÓN

Artículo 58. Adquisición como consecuencia de transfe-
rencias.

1. La adquisición de bienes y derechos por la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja como consecuen cia de la 
transferencia por el Estado de funciones y servicios se 
regirá por lo dispuesto en el Esta tuto de Autonomía y en 
los respectivos Reales Decretos de traspaso.

2. La adquisición de bienes y derechos por la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja como consecuen cia de la 
transferencia de competencias, encomienda o delegación 
de funciones y servicios efec tuados por otras administra-
ciones se regirá por los acuerdos aprobatorios de la trans-
ferencia, en comienda o delegación. Si no se establece 
otra cosa en los acuerdos aprobatorios de la transferen-
cia, encomienda o delegación, el inmueble revertirá a la 
administración transmitente en el mo mento en que ésta 
vuelva a asumir las competencias transferidas o las fun-
ciones o servicios cuya gestión fue encomendada o dele-
gada.

Artículo 59. Adquisición por usucapión, accesión u ocu-
pación.

La adquisición por usucapión, accesión y ocupación 
se ajustará a lo establecido en el Código Civil y en las 
leyes especiales.

Artículo 60. Adjudicación y dación en pago de bienes y 
derechos mediante resolución judicial o administra-
tiva.

1. Toda resolución judicial o administrativa, por la 
que se adjudique o ceda en pago de obligaciones bienes 
o derechos de cualquier clase a la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, será comunicada a la Consejería competente 
en materia de Hacienda, remitiéndole el correspondiente 
auto, provi dencia o acuerdo de adjudicación.

2. Las adquisiciones de bienes y derechos en virtud 
de adjudicaciones acordadas en procedimientos de apre-
mio administrativo se regirán por lo dispuesto en la nor-
mativa tributaria aplicable.
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3. En los procedimientos judiciales de ejecución de 
los que puedan seguirse adjudicaciones de bie nes y dere-
chos a favor de la Comunidad Autónoma de La Rioja, el 
representante en juicio de ésta pondrá inmediatamente 
en conocimiento de la Consejería competente en materia 
de Hacienda la apertura de los plazos para solicitar la 
adjudicación de los bienes embargados, a fin de que por 
el referido órgano se acuerde lo que proceda sobre la 
oportunidad de solicitar dicha adjudicación.

4. El Órgano Superior de Gestión Patrimonial proce-
derá a la identificación de los bienes y dere chos, la depu-
ración de su situación jurídica y su valoración, incluyendo 
los mismos en el Inventa rio General de Bienes y Dere-
chos, si procede.

5. Previa afectación del bien, la Administración 
podrá tomar posesión de los bienes adjudicados en vía 
administrativa ejercitando, en su caso, la potestad de 
deshaucio regulada en el artículo 45 de esta Ley.

6. En defecto de previsiones especiales, en las adju-
dicaciones de bienes a favor de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja se observarán las siguientes reglas:

a) No podrán acordarse adjudicaciones a favor de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja sin pre vio informe de 
la Consejería competente en materia de Hacienda. A este 
efecto deberá cursar se la correspondiente comunicación 
a este órgano en la que se hará constar una descripción 
suficientemente precisa del bien o derecho objeto de 
adjudicación, con indicación expresa de las cargas que 
recaigan sobre él o ausencia de ellas, y de su situación 
posesoria.

b) La adjudicación deberá notificarse a la Consejería 
competente en materia de Hacienda, con traslado de la 
resolución o acuerdo respectivo.

c) El órgano competente en materia de patrimonio 
de la Consejería de Hacienda dispondrá lo nece sario para 
que se proceda a la identificación de los bienes adjudica-
dos y a su valoración.

d) Practicadas estas diligencias se formalizará, en su 
caso, la incorporación al Patrimonio de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja de los bienes y derechos adjudicados.

Artículo 61. Adquisición derivada de actuaciones urba-
nísticas.

La Comunidad Autónoma de La Rioja adquirirá los 
terrenos o aprovechamientos que le pudieran correspon-
der como consecuencia de la ejecución de los instrumen-
tos de ordenación del territorio, de conformidad con la 
legislación urbanística.

Artículo 62. Adquisición de bienes por extinción de 
Organismos Públicos, por reducción de capital o fon-
dos propios, o por restitución de aportaciones.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja podrá adquirir bienes y de rechos por 
reducción de capital de sociedades o de fondos propios 
de Organismos Públicos, o por restitución de aportacio-
nes a fundaciones.

2. La incorporación al Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, tras la realización de las operacio-
nes societarias que procedan, requerirá la firma de la 
correspondiente acta de entrega entre un representante 
de la Consejería competente en materia de Hacienda y 
otro de la sociedad, fundación, o entidad de cuyo capital 
o fondos proceda el bien o derecho.

3. El patrimonio de los Organismos Públicos extin-
guidos se integrará en el Patrimonio de la Admi nistración 
General de la Comunidad Autónoma de La Rioja, debién-
dose proceder a las inscrip ciones registrales procedentes 
de conformidad con la legislación hipotecaria.

CAPÍTULO II

 Arrendamiento de bienes

Artículo 63. Arrendamiento de bienes inmuebles.

1. El Consejero competente en materia de Hacienda 
podrá arrendar los bienes inmuebles que preci se la 
Comunidad Autónoma de La Rioja para el cumplimiento 
de sus fines. Los arrendamientos se concertarán con 
carácter general mediante concurso público, a propuesta 
motivada de la Con sejería interesada.

2. Procederá la contratación directa cuando concurra jus-
tificadamente alguna de las circunstancias previstas en las 
letras a), b), c), d), f), g), h) y j) del apartado 3 del artículo 53 de 
esta Ley.

4. Los arrendamientos de locales y espacios para la 
participación en ferias o certámenes sólo exigi rán, en su 
tramitación, la aprobación del gasto y la incorporación al 
expediente del contrato co rrespondiente. Estos contratos 
se acordarán y resolverán por el titular de la Consejería 
interesada.

5. Los contratos de arrendamiento se concertarán 
con la expresa mención de que el inmueble arren dado 
podrá ser utilizado por cualquier órgano de la Administra-
ción General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o de 
los Organismos Públicos que integran su Sector Público. 
La Conseje ría competente en materia de Hacienda, a pro-
puesta de la Consejería u Organismo Público intere sado 
podrá autorizar la concertación del arrendamiento para la 
utilización exclusiva del inmueble por un determinado 
órgano u Organismo Público, cuando existan razones de 
interés público que así lo aconsejen.

6. Concertado el arrendamiento del inmueble y, en 
su caso, adscrito el derecho arrendaticio a la Consejería, u 
Organismo Público que haya de utilizarlo, corresponderá 
a éstos adoptar cuantas medidas sean necesarias para 
mantener el bien en condiciones de servir en todo 
momento al fin a que se destina.

7. Cuando la Consejería u Organismo Público que 
ocupe el inmueble arrendado deje de necesitarlo lo comu-
nicará a la Consejería competente en materia de Hacienda 
a fin de que ésta haga el ofre cimiento a otras Consejerías 
u Organismos Públicos, al efecto de que se lleve a cabo el 
cambio de destino de la finca arrendada o, en su caso, se 
proceda a la resolución del contrato.

Artículo 64. Contratos mixtos.

1. Los arrendamientos con opción de compra, arren-
damientos financieros y demás contratos mixtos de bie-
nes inmuebles, tanto de arrendamiento y adquisición, 
como de enajenación y arrendamien to, se regirán por lo 
dispuesto en la legislación de Hacienda Pública aplicable 
en la Comunidad Autónoma de La Rioja. Se aplicarán las 
normas de competencia y procedimiento establecidas 
para la adquisición y enajenación de inmuebles.

2. Los contratos de arrendamiento financiero y con-
tratos mixtos, a que se refiere el párrafo prece dente, se 
reputarán contratos de arrendamiento, a los efectos pre-
vistos en materia de gastos plu rianuales en la legislación 
presupuestaria aplicable.

Artículo 65. Arrendamiento de bienes muebles.

Los arrendamientos con o sin opción de compra y los 
arrendamientos financieros de bienes muebles se some-
terán a la legislación de contratos de las administraciones 
públicas, correspondiendo su contra tación a la Conseje-
ría, Organismo Público o Consorcio interesado.
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CAPÍTULO III

Constitución de sociedades y adquisición a título oneroso 
de ac ciones, participaciones y valores

Artículo 66. Constitución de sociedades mercantiles y 
adquisición de posición mayoritaria.

La constitución de sociedades mercantiles en cuyo 
capital sea mayoritaria la participación, directa o indi-
recta, y las operaciones de adquisición y pérdida de posi-
ción mayoritaria de la Comunidad Autóno ma de La Rioja 
o de sus Organismos Públicos se autorizará de conformi-
dad con lo dispuesto en el ar tículo 49 de la Ley 3/2003, de 
3 de marzo, de Organización del Sector Público de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Artículo 67. Adquisición de acciones, participaciones y 
valores.

1. En los demás casos no previstos en el artículo 
anterior, la adquisición a título oneroso, sea por compra o 
suscripción, con aportación dineraria o no dineraria, cual-
quiera que sea su importe, por la Administración General 
o sus Organismos Públicos, de acciones y participaciones 
del capital de sociedades mercantiles, se acordará por el 
órgano competente según lo dispuesto en el artículo 53 
de esta Ley, previa solicitud de la Consejería interesada en 
el caso de la Administración Gene ral.

2. El ejercicio de los derechos inherentes a la condi-
ción de socio corresponderá a la Consejería u Organismo 
Público a que estuvieran adscritas las correspondientes 
acciones y participaciones del capital social.

3. La adquisición a título oneroso por la Administra-
ción General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o 
por sus Organismos Públicos de otros valores distintos de 
los anteriores así como de títu los representativos de dere-
chos de crédito se autorizará por el Consejero competente 
en materia de Hacienda.

4. Si los valores mobiliarios cotizasen en Bolsa u 
otros mercados secundarios organizados, su ad quisición 
se realizará a precio de cotización. Si no cotizasen en tales 
mercados, su adquisición se realizará previa valoración 
de las mismas, salvo que se adquieran al valor nominal 
de la acción.

5. La tenencia y custodia de las acciones y participa-
ciones de las sociedades mercantiles en que par ticipe la 
Administración General de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja corresponde a la Con sejería competente en 
materia de Hacienda.

CAPÍTULO IV

Adquisición de derechos de propiedad incorporal

Artículo 68. Adquisición de derechos de propiedad 
incorporal.

1. La adquisición de derechos de propiedad indus-
trial, regulada en sus Leyes especiales, será acor dada por 
la Consejería competente en materia de Hacienda, a ini-
ciativa de la Consejería compe tente por razón de la mate-
ria, que aportará todos los datos necesarios para la iden-
tificación del derecho cuya adquisición proponga.

2. La adquisición del resto de derechos de propiedad 
incorporal corresponderá a la Consejería u Organismo 
Público interesado. Cuando la adquisición de estos dere-
chos tenga lugar en virtud de contratos administrativos, 
se aplicará lo dispuesto en la legislación de contratos de 
las adminis traciones públicas.

3. En el caso de programas informáticos, su adquisi-
ción conllevará el derecho de uso exclusivo y transferible, 
salvo que en el contrato se pacte lo contrario.

4. En los demás supuestos de adquisición de dere-
chos de propiedad incorporal se determinará reglamen-
tariamente el alcance de la misma, de conformidad con la 
legislación de propiedad intelectual.

TÍTULO IV

Régimen de los bienes y derechos de dominio 
público

CAPÍTULO I

Afectación y desafectación

Artículo 69. Afectación. Concepto y clases.

1. La integración de los bienes y derechos en el 
dominio público de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
se produce por su afectación expresa, tácita o presunta a 
un uso general o a la prestación de un servicio público 
propio de la misma.

2. Sobre los bienes destinados a un uso general o 
servicio público podrán recaer otras afectaciones de aná-
loga naturaleza. Estas afectaciones, que tendrán carácter 
secundario, habrán de ser compa tibles con el uso o servi-
cio público determinantes de la demanialidad del bien de 
que se trate.

3. La afectación se hará constar en el Inventario 
General de Bienes y Derechos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja y en el Registro de la Propiedad.

Artículo 70. Afectación expresa.

1. La afectación de los bienes patrimoniales de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja al uso general o a los 
servicios públicos se realizará por resolución del Conse-
jero competente en materia de Ha cienda, por propia ini-
ciativa o a solicitud de la Consejería u Organismo Público 
interesado.

2. La resolución señalará el fin o fines a los que se 
destinen los bienes o derechos afectados y su carácter 
demanial y, en su caso, la Consejería u Organismo Público 
al que queden adscritos, así como la fecha desde la que 
éstos deben asumir las obligaciones a las que se refieren 
los artículos 13 y 25 de la presente Ley.

Artículo 71. Afectación tácita.

1. La afectación tácita se deduce de actos de la Admi-
nistración General de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja que conllevan de forma im plícita el destino de un 
bien o derecho al uso general o al servicio público.

2. Llevan implícita la afectación de bienes y derechos 
al uso general o al servicio público de que se trate:

a) La adquisición de un bien o derecho a título one-
roso para el cumplimiento de una finalidad de uso gene-
ral o servicio público.

b) La adquisición de bienes o derechos a título lucra-
tivo o mortis causa, siempre que el transmi tente o cau-
sante haga constar la finalidad de uso general o servicio 
público.

c) La adquisición de bienes y derechos en virtud de 
transferencia o cesión administrativa.

d) La adquisición de bienes y derechos por expropia-
ción forzosa, en cuyo caso éstos se entende rán afectos a 
los fines o motivos que determinaron la necesaria ocupa-
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ción, sin necesidad de ningún otro requisito. Una vez 
concluido el expediente de expropiación, la Consejería 
compe tente dará cuenta a la Consejería competente en 
materia de Hacienda de la adquisición reali zada.

e) La aprobación por el Gobierno de La Rioja de pla-
nes, programas o proyectos que conlleven el destino de 
bienes y derechos al uso general o servicio público, lo 
cual deberá comunicarse a la Consejería competente en 
materia de Hacienda.

f) La adquisición de los bienes muebles necesarios 
para el desenvolvimiento de los servicios públicos o para 
la decoración de dependencias oficiales.

Artículo 72. Afectación presunta.

1. La afectación presunta se producirá:
a) Por la utilización pública y notoria de bienes y 

derechos de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de 
forma continuada, destinándolos a un uso o servicio 
público.

b) Cuando la Comunidad Autónoma de La Rioja 
adquiera por prescripción bienes que están des tinados a 
uso o servicio público.

2. Las Consejerías u Organismos Públicos que tuvie-
ran conocimiento de que se ha producido una afecta ción 
presunta deberán comunicarlo a la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda, para que se incorporen al 
Inventario General de Bienes y Derechos como bienes de 
dominio público.

Artículo 73. Desafectación.

1. Los bienes y derechos demaniales que no fuesen 
necesarios para el cumplimiento de los fines determinan-
tes de su afectación perderán su naturaleza demanial y 
adquirirán la condición de pa trimoniales mediante el 
correspondiente expediente de desafectación, que se ini-
ciará a instancia de la Consejería o del Organismo Público 
que lo tenga adscrito, o por la Consejería competente en 
materia de Hacienda, en su caso, y cuya Resolución 
corresponderá al titular de ésta.

2. Los acuerdos de enajenación y cesión gratuita de 
bienes muebles llevarán implícita la desafecta ción de los 
mismos.

3. Salvo en los supuestos previstos en el apartado 
anterior del presente artículo, la desafectación deberá 
hacerse siempre de forma expresa, pudiendo incorpo-
rarse la declaración de desafectación en los acuerdos de 
cesión y enajenación.

CAPÍTULO II

Mutaciones demaniales

Artículo 74. Mutaciones demaniales. Concepto y clases.

La mutación demanial es el acto en virtud del cual se 
efectúa la desafectación de un bien o derecho del Patri-
monio de la Comunidad Autónoma de La Rioja, con 
simultánea afectación a otro uso general o servicio 
público, lo que justifica su continuación dentro del régi-
men de demanialidad.

Artículo 75. Mutación demanial interna.

Los cambios de afectación de los bienes o derechos 
de dominio público de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja se aprobarán por el Consejero competente en mate-
ria de Hacienda, por propia iniciativa o a solicitud de la 
Consejería interesada. La resolución señalará el fin al que 

se destinen los bienes o de rechos y, en el caso de que el 
cambio de afectación comporte cambio de adscripción, la 
Consejería a la que queden adscritos, así como la fecha en 
la que ésta deba asumir las competencias dominicales a 
que se refieren los artículos 13 y 25 de esta Ley.

Artículo 76. Mutación demanial externa.

1. La Administración General de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, sus Organismos Públicos y Consorcios 
podrán afectar bienes y derechos demaniales a usos o 
servicios públicos de la compe tencia de otras Administra-
ciones públicas. Este supuesto de mutación entre Admi-
nistraciones pú blicas no alterará la titularidad de los bie-
nes ni su carácter demanial, y será aplicable a las 
Admi nistraciones públicas que prevean en su normativa 
la posibilidad de efectuar esta misma clase de operación 
patrimonial a favor de la Administración General de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja o sus Organismos 
Públicos.

2. Corresponde al Consejo de Gobierno la aproba-
ción, a propuesta de la Consejería competente en materia 
de Hacienda y a iniciativa de la Consejería o de la Admi-
nistración interesada, de las mu taciones demaniales 
externas a favor de otra Administración, y la aceptación 
de las efectuadas a favor de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja por otras administraciones.

CAPÍTULO III

Utilización de los bienes demaniales y su explotación

SECCIÓN 1.ª FORMAS DE USO DE LOS BIENES DEMANIALES

Artículo 77. Destino de los bienes demaniales y su explo-
tación.

1. El destino propio del dominio público es su utiliza-
ción para el uso general o para la prestación de servicios 
públicos.

2. Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, 
los bienes demaniales podrán ser objeto de otras utiliza-
ciones cuando no resulten contrarias a los intereses gene-
rales a los que sirven.

3. En la utilización de los bienes afectados a los ser-
vicios públicos deben observarse las reglas pro pias de los 
mismos, así como las instrucciones dictadas por las auto-
ridades responsables de su funcionamiento.

Artículo 78. Uso de los bienes demaniales: clases.

El dominio público es susceptible de los siguientes 
usos:

a) Uso común general.
b) Uso común especial.
c) Uso privativo con instalaciones u obras no perma-

nentes.
d) Uso privativo con instalaciones u obras perma-

nentes.

Artículo 79. Uso común general.

El uso común general de los bienes de dominio 
público no está sujeto a autorización o concesión, corres-
pondiendo a todos los ciudadanos con carácter gratuito, 
por igual y de forma indistinta, sin más límites que los 
siguientes:

a) La posibilidad del ejercicio del mismo derecho por 
los demás ciudadanos.

b) El respeto a la naturaleza del bien.
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c) Los que imponga el ordenamiento jurídico por 
razón de su conservación, afectación o ads cripción, o por 
motivos de Orden público.

Artículo 80. Uso común especial.

1. Es uso común especial de los bienes de dominio 
público el que, sin impedir el uso común gene ral, requiere 
autorización previa de la Consejería u Organismo Público 
al que estén adscritos, debido a la concurrencia de cir-
cunstancias singulares de peligrosidad, inten sidad de 
uso, escasez del bien u otras semejantes.

2. Dicha autorización devengará la tasa que corres-
ponda de conformidad con la legislación de Tasas de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

3. La autorización tendrá en todo caso carácter tem-
poral, reunirá los requisitos contenidos en el ar tículo 88 
de esta Ley, y la Consejería u Organismo Público que la 
conceda deberá dar traslado de la misma a la Consejería 
competente en materia de Hacienda.

Artículo 81. Uso privativo.

1. Es uso privativo el que supone una utilización indi-
vidualizada de los bienes de dominio público, de modo 
que limite o excluya su utilización por los demás.

2. El uso privativo de bienes demaniales exige la 
previa concesión administrativa o autorización de ocu-
pación temporal en los términos previstos en los artículos 
siguientes, salvo que el usuario sea un Orga nismo Público 
integrante del sector público de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja, que tenga enco mendada la gestión, conser-
vación, explotación o utilización del bien como soporte 
para la prestación del servicio público, en cuyo caso pro-
cederá la adscripción de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 23 de la presente Ley.

SECCIÓN 2.ª DISPOSICIONES COMUNES A AUTORIZACIONES 
Y CONCESIONES

Artículo 82. Competencia para otorgar autorizaciones y 
concesiones.

1. La competencia para otorgar autorizaciones y con-
cesiones corresponde a la Consejería u Organis mo 
Público que tenga adscrito el bien de que se trate, previo 
informe preceptivo y vinculante de la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda.

2. De las autorizaciones y concesiones otorgadas se 
dará cuenta a la Consejería competente en ma teria de 
Hacienda, para su constancia en el Inventario General de 
Bienes y Derechos de la Comu nidad Autónoma de La 
Rioja, y para asegurar el cumplimiento de las obligacio-
nes tributarias del concesionario.

Artículo 83. Condiciones generales para otorgar deter-
minadas autorizaciones y concesiones.

La Consejería competente en materia de Hacienda 
podrá aprobar condiciones generales para otorgar deter-
minadas autorizaciones y concesiones para el uso común 
especial o uso privativo de bienes y dere chos integrados 
en el Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
de conformidad con lo pre visto en el artículo 16.1 de la 
presente Ley.

Artículo 84. Procedimiento en régimen de concurrencia.

1. El procedimiento para el otorgamiento de las 
autorizaciones y concesiones en régimen de concu rrencia 

podrá iniciarse de oficio o a solicitud de persona intere-
sada.

2. Para la iniciación de oficio de cualquier procedi-
miento de otorgamiento, el órgano competente deberá 
justificar la necesidad o conveniencia de la misma para el 
cumplimiento de los fines pú blicos que le competen, que 
el bien ha de continuar siendo de dominio público, y la 
procedencia de la adjudicación directa, en su caso.

3. La iniciación de oficio se realizará mediante con-
vocatoria aprobada por el órgano competente, que se 
publicará en el Boletín Oficial de La Rioja sin perjuicio de 
la posibilidad de usar otros medios adicionales de difu-
sión. Los interesados dispondrán de un plazo de treinta 
días para pre sentar las correspondientes peticiones.

4. En los procedimientos iniciados a petición de par-
ticulares, la Administración podrá, por medio de anuncio 
público, invitar a otros posibles interesados a presentar 
solicitudes. Si no media este acto de invitación, se dará 
publicidad a las solicitudes que se presenten, a través de 
su publica ción en el Boletín Oficial de La Rioja, y sin per-
juicio de la posible utilización de otros medios adicionales 
de difusión, y se abrirá un plazo de 30 días durante el cual 
podrán presentarse solici tudes alternativas por otros inte-
resados.

5. Para decidir sobre el otorgamiento, se atenderá al 
mayor interés y utilidad pública de la utiliza ción o aprove-
chamiento solicitado, que se valorarán en función de los 
criterios especificados en los pliegos de condiciones.

6. El plazo máximo para resolver el procedimiento 
será de seis meses. Podrá considerarse desesti mada la 
solicitud en caso de no notificarse resolución dentro de 
ese plazo.

Artículo 85. Contenido de las resoluciones.

Sin perjuicio de las demás condiciones que puedan 
establecer las condiciones generales o particula res, la 
resolución de autorización o concesión de uso de bienes 
y derechos demaniales incluirá, al me nos:

a) El régimen de uso del bien o derecho.
b) El régimen económico a que queda sujeta la auto-

rización o concesión.
c) La garantía a prestar, en su caso.
d) La asunción de los gastos de conservación y man-

tenimiento, impuestos, tasas y demás tribu tos, así como 
el compromiso de utilizar el bien según su naturaleza y de 
entregarlo en el esta do en que se recibe.

e) El compromiso de previa obtención a su costa de 
cuantas licencias y permisos requiera el uso del bien o la 
actividad a realizar sobre el mismo.

f) La asunción de la responsabilidad derivada de la 
ocupación con mención, en su caso, de la obligatoriedad 
de formalizar la oportuna póliza de seguro, aval bancario, 
u otra garantía sufi ciente.

g) La reserva por parte de la Consejería, organismo o 
ente cedente de la facultad de inspeccionar el bien objeto 
de autorización, para garantizar que el mismo es usado de 
acuerdo con los tér minos de la autorización.

h) El plazo y régimen de prórroga y subrogación que, 
en todo caso, requerirá la previa autorización.

i) Las causas de extinción.

Artículo 86. Pérdida de la condición demanial de los bie-
nes sobre los que exista concesión o autorización.

1. Cuando los bienes de dominio público sobre los 
que exista una concesión o autorización pierdan ese 
carácter y adquieran la condición de patrimoniales, se 
tendrán en cuenta las siguientes reglas:

a) Los titulares de concesiones y autorizaciones 
deberán ser oídos en el expediente de desafecta ción.
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b) Los derechos y obligaciones de los beneficiarios 
subsistirán en las mismas condiciones mien tras dure el 
plazo concedido, aunque pasarán a regirse por el derecho 
privado, y los litigios que surjan en relación con los mis-
mos se regirán por lo dispuesto en la legislación procesal 
civil.

c) El órgano que adoptó el acuerdo de concesión o 
autorización irá declarando la caducidad de aquéllas a 
medida que vayan venciendo los plazos.

d) Se procederá de igual forma, sin esperar al venci-
miento de los plazos, cuando la Comunidad se hubiera 
reservado la facultad de libre revocación o la potestad de 
libre rescate sin señala miento de plazo.

2. El órgano que adoptó el acuerdo de concesión o 
autorización podrá acordar, mediante expediente 
mo tivado, la expropiación de los derechos, si se estimase 
que su mantenimiento durante el término de su vigencia 
legal perjudica el ulterior destino de los bienes o les 
hiciera desmerecer considerablemente en el caso de acor-
darse su enajenación.

Artículo 87. Extinción.

1. Las autorizaciones y concesiones se extinguirán 
por las siguientes causas:

a) La muerte o incapacidad sobrevenida del titular 
individual de la concesión o autorización o la extinción de 
su personalidad jurídica cuando se trate de una persona 
jurídica.

b) La falta de autorización previa en los supuestos 
de transmisión o modificación, por fusión, absorción o 
escisión, de la personalidad jurídica del usuario o conce-
sionario.

c) Transcurso del plazo de la autorización o conce-
sión, y cuando proceda, de sus prórrogas.

d) La resolución de la concesión, declarada por el 
órgano competente, por el impago de la tasa correspon-
diente dentro del periodo voluntario de pago o por cual-
quier otro incumplimiento grave de las obligaciones del 
concesionario.

e) Mutuo acuerdo de las partes.
f) Rescate, en cuyo caso la Administración podrá 

recuperar por sí misma la plena disposición y uso del bien 
concedido previo expediente en el que se justifiquen las 
razones de interés públi co y social que se invoquen.

g) Renuncia del concesionario a su derecho.
h) Desaparición o agotamiento de la cosa o su apro-

vechamiento.
i) Desafectación del bien. En este caso se estará a lo 

dispuesto en el artículo 86.
j) Cualquier otra causa admitida en derecho.

2. Cuando reviertan a la Administración por cual-
quier causa de extinción de la concesión los bienes objeto 
de la misma, debe levantarse acta en la que se deje cons-
tancia del hecho del reintegro po sesorio y del estado de 
conservación del bien, que se comunicará a la Consejería 
competente en materia de Hacienda, para su reflejo en el 
Inventario General de Bienes y Derechos.

SECCIÓN 3.ª AUTORIZACIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 88. Autorización administrativa.

El uso privativo de los bienes de dominio público 
requerirá autorización de ocupación temporal cuando no 
suponga la realización de obras de carácter permanente o 
instalaciones fijas o consista en estacionamiento de mate-
riales o instalaciones de carácter accesorio y no perma-
nente. A estos efectos, no tendrán la consideración de 

obras de carácter permanente las de adecuación y mante-
nimiento del inmueble para el uso al que se destine.

Artículo 89. Procedimiento.

1. Las autorizaciones se otorgarán directamente a 
los peticionarios que reúnan las condiciones re queridas, 
salvo si, por cualquier circunstancia, se encontrase limi-
tado su número, en cuyo caso lo serán en régimen de 
concurrencia y, si ello no fuere procedente, por no tener 
que valorarse condi ciones especiales en los solicitantes, 
mediante sorteo, si otra cosa no se hubiere establecido en 
las condiciones por las que se rigen.

2. No serán transmisibles las autorizaciones para 
cuyo otorgamiento se hayan tenido en cuenta circuns-
tancias personales del autorizado, o cuyo número se 
encuentre limitado, salvo que las condiciones por las que 
se rigen admitan su transmisión.

3. La duración de estas autorizaciones, incluidas sus 
prórrogas, no podrá exceder de diez años, sal vo que las 
Leyes especiales señalen otro menor.

4. Las autorizaciones de ocupación temporal se 
entenderán siempre otorgadas a título de precario, siendo 
revocables unilateralmente en todo momento por causa 
de interés público, sin generar de recho a indemnización. 
También quedarán sin efecto si el autorizado incumpliera 
las condiciones a las que estuvieran sometidas, si fueran 
incompatibles con las condiciones generales aprobadas 
con posterioridad, produzcan daños en el dominio 
público, impidan su utilización para activida des de mayor 
interés público o menoscaben el uso general debiendo, 
en todo caso, indemnizar a la Administración si se hubie-
ran producido daños o detrimentos en los bienes.

SECCIÓN 4.ª CONCESIONES DEMANIALES

Artículo 90. Concesión demanial.

1. El uso privativo de los bienes de dominio público 
se autorizará mediante concesión cuando re quiera la rea-
lización de obras de carácter permanente y fijo, o cuando 
la ocupación de los bienes sea superior a diez años.

2. Las concesiones se regirán por las Leyes especia-
les aplicables y, en su defecto o en lo no previsto por las 
mismas, por lo dispuesto en la presente Ley y en sus dis-
posiciones de desarrollo.

3. Los concesionarios de dominio público deberán 
ostentar plena capacidad de obrar y no estar in cursos en 
ninguna de las prohibiciones para contratar establecidas 
en la legislación de contratos de las administraciones 
públicas.

Artículo 91. Procedimiento.

1. El otorgamiento de concesiones sobre bienes de 
dominio público se efectuará en régimen de con currencia. 
No obstante, podrá acordarse el otorgamiento directo en 
los supuestos previstos en el artículo 105 de esta Ley, o 
cuando se den circunstancias excepcionales, debida-
mente justificadas, u otros supuestos previstos en las 
leyes.

2. Cualquiera que haya sido el procedimiento 
seguido para la adjudicación, una vez otorgada la conce-
sión deberá procederse a su formalización en documento 
administrativo, al que será de aplicación lo dispuesto en 
el artículo 93.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Administra ciones Públicas.
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Artículo 92. Principios que rigen las concesiones de 
dominio público.

Todas las concesiones de dominio público están suje-
tas a los siguientes principios:

a) El otorgamiento de la concesión se realizará 
dejando a salvo el derecho de propiedad y sin perjuicio de 
terceros.

b) La concesión se otorgará para una finalidad con-
creta, con determinación de su objeto y lími tes, que se 
determinarán en el título concesional.

c) El plazo de duración no podrá exceder de 75 años, 
incluidas sus prórrogas, salvo que las leyes especiales 
señalen otro menor. En ningún caso podrán otorgarse 
concesiones por tiempo inde finido.

d) Las concesiones están sujetas al pago de la 
correspondiente tasa, de conformidad con lo dis puesto 
en la normativa de la Comunidad Autónoma de La Rioja 
en materia de Tasas.

e) Se considerará siempre implícita la facultad de 
rescate de la concesión antes de su vencimien to, si lo jus-
tificaran circunstancias sobrevenidas de interés público 
libremente apreciadas por la Administración. En este 
caso, el concesionario habrá de ser resarcido de los daños 
que se le hayan producido.

f) En todo momento la Administración de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja podrá inspec cionar los bienes 
objeto de la concesión, así como las instalaciones y cons-
trucciones.

g) Podrá exigirse al concesionario la garantía sufi-
ciente para asegurar el buen uso y conserva ción de bie-
nes e instalaciones, y la indemnización por daños en caso 
de alteración.

Artículo 93. Condiciones de la concesión.

El pliego que ha de regir la concesión, además de las 
cláusulas que se crean convenientes en cada caso, deberá 
incluir siempre las siguientes:

a) Las previstas en el artículo 85 de la presente Ley.
b) Objeto de la concesión y límite al que se exten-

diera.
c) Obras e instalaciones a ejecutar por el concesio-

nario.
d) Deberes y derechos del concesionario.
e) Obligación del concesionario de mantener en 

buen estado la porción del dominio público uti lizado y las 
obras e instalaciones que construyera.

f) Cuantía de la tasa que hubiera de satisfacer y crite-
rios de actualización de su base de cálculo.

g) En su caso, tarifas a abonar por los usuarios y 
procedimiento para su revisión.

h) Reversión de las obras e instalaciones al terminar 
el plazo.

i) Obligación del concesionario de abandonar y dejar 
libres y vacíos, a disposición de la Admi nistración, los 
bienes objeto de concesión, una vez finalizada ésta, así 
como reconocimiento expreso de la facultad de la Admi-
nistración de acordar y ejecutar por sí el lanzamiento.

j) Sanciones por infracción de las obligaciones con-
traídas.

Artículo 94. Derechos reales sobre obras en dominio 
público.

1. El titular de una concesión dispone de un derecho 
real sobre las obras, construcciones o instala ciones fijas 
que haya construido para el ejercicio de la actividad auto-
rizada por el título de con cesión.

2. Este título otorga a su titular, durante el plazo de 
validez de la concesión y dentro de los límites estableci-

dos en la presente Sección de esta Ley, los derechos y 
obligaciones del propietario.

Artículo 95. Transmisión de derechos reales.

1. Los derechos sobre las obras, construcciones e 
instalaciones fijas a que se refiere el artículo pre cedente 
sólo pueden ser cedidos o transmitidos mediante nego-
cios jurídicos entre vivos o por causa de muerte o 
mediante la fusión, absorción o escisión de sociedades, 
por el plazo de dura ción de la concesión, a personas que 
cuenten con la previa conformidad de la autoridad compe-
tente para otorgar la concesión.

2. Los derechos sobre las obras, construcciones, ins-
talaciones sólo podrán ser hipotecados como garantía de 
los préstamos contraídos por el titular de la concesión 
para financiar la realización, modificación o ampliación de 
las obras, construcciones e instalaciones de carácter fijo 
situadas sobre la dependencia demanial ocupada.

En todo caso, para constituir la hipoteca será necesa-
ria la previa autorización de la autoridad competente para 
el otorgamiento de la concesión. Si en la escritura de 
constitución de la hipoteca no constase esta autorización, 
el registro de la propiedad denegará la inscripción.

Las hipotecas constituidas sobre dichos bienes y dere-
chos se extinguen con la extinción del plazo de la concesión.

Artículo 96. Titulización de derechos de cobro.

1. Los derechos de cobro de los créditos con garantía 
hipotecaria a que se refiere el segundo aparta do del ar-
tículo precedente podrán ser cedidos total o parcialmente 
mediante la emisión de partici paciones hipotecarias a 
fondos de titulización hipotecaria, que se regirán por lo 
dispuesto en la Ley 19/1992, de 7 de julio, de Instituciones 
de Inversión Colectiva y las disposiciones que la 
de sarrollen.

2. Podrán incorporarse a fondos de titulización de 
activos, previa autorización del Consejo de Go bierno, a 
propuesta conjunta de la Consejería competente en mate-
ria de Hacienda y de la compe tente por razón de la mate-
ria, previo informe de la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores, valores que representen participaciones en 
derechos de cobro del concesionario derivados de la 
explotación económica de la concesión, de acuerdo con 
las condiciones establecidas en el título concesional y 
conforme a lo previsto en la legislación aplicable a dichos 
fondos de titulización de activos.

Artículo 97. Destino de las obras a la extinción del título.

1. Cuando se extinga la concesión, las obras, cons-
trucciones e instalaciones fijas que existiesen so bre el 
bien demanial ocupado deberán ser demolidas por el titu-
lar de la concesión o, por ejecu ción subsidiaria, por la 
Administración a costa del concesionario, a menos que su 
mantenimiento hubiera sido previsto expresamente en el 
título concesional o que la autoridad competente para 
otorgar la concesión así lo decida. En tal caso, las obras, 
construcciones e instalaciones serán adquiridas gratuita-
mente y libres de cargas y gravámenes por la Administra-
ción General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o el 
Organismo Autónomo o Consorcio que hubiese otorgado 
la concesión.

2. En el caso de rescate anticipado de la concesión 
conforme a lo previsto en la letra f) del artícu lo 87.1 de la 
presente Ley, el titular será indemnizado del perjuicio 
material surgido de la extin ción anticipada. Los derechos 
de los acreedores hipotecarios cuya garantía aparezca 
inscrita en el Registro de la Propiedad en la fecha en la 
que se produzca el rescate serán tenidos en cuenta para 
determinar la cuantía y receptores de la indemnización.
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3. Los acreedores hipotecarios serán notificados de 
la apertura de los expedientes que se sigan para extinguir 
la concesión por incumplimiento de sus cláusulas y con-
diciones conforme a lo previsto en la letra d) del artícu-
lo 87.1 de la presente Ley, para que puedan comparecer 
en defensa de sus derechos y, en su caso, propongan a un 
tercero que pueda sustituir al concesionario que viniere 
incumpliendo las cláusulas de la concesión.

SECCIÓN 5.ª SUPUESTOS ESPECIALES

Artículo 98. Derecho de adquisición preferente.

1. Siempre que se acuerde la enajenación de los bie-
nes a los que se refiere el artículo 86 de la pre sente Ley, 
los titulares de los derechos vigentes sobre ellos que 
resulten de concesiones o autori zaciones otorgadas 
cuando los bienes eran de dominio público tendrán la 
facultad potestativa de adquirirlos con preferencia a toda 
otra persona.

2. Este derecho podrá ser ejercitado dentro de los 
veinte días naturales siguientes a aquél en el que se les 
notifique en forma fehaciente la decisión de enajenar la 
finca, el precio y las demás condi ciones esenciales de la 
transmisión. En caso de falta de notificación o si la enaje-
nación se efectúa en condiciones distintas de las notifica-
das, el derecho podrá ejercitarse dentro de los treinta días 
naturales siguientes a aquél en que se haya inscrito la 
venta en el Registro de la Propiedad.

3. El derecho de adquisición preferente no surgirá en 
los casos de cesión gratuita del bien o de transferencia de 
titularidad, por cualquier negocio jurídico, a favor de 
Administraciones Públicas, Organismos Públicos, entes 
instrumentales u organismos internacionales.

Artículo 99. Ocupación de espacios en edificios adminis-
trativos.

1. La ocupación por terceros de espacios en los edifi-
cios administrativos de la Administración Ge neral, sus 
Organismos Públicos y Consorcios podrá admitirse con 
carácter excepcional cuando se efectúe para dar soporte a 
servicios destinados al personal destinado en ellos o al 
público visitan te, como cafeterías, oficinas bancarias, 
cajeros automáticos, oficinas postales u otros análogos, o 
para la explotación marginal de espacios no necesarios 
para los servicios administrativos.

2. Esta ocupación no podrá entorpecer o menosca-
bar la utilización del inmueble por los órganos o unidades 
alojados en él, y habrá de estar amparada por la corres-
pondiente autorización, si se efectúa con bienes muebles 
o instalaciones desmontables, o concesión, si se produce 
por medio de instalaciones fijas, o por un contrato que 
permita la ocupación, formalizado de acuerdo con lo pre-
visto en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, 
por el que se aprueba el texto re fundido de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas.

Artículo 100. Autorizaciones y concesiones vinculadas a 
contratos.

1. Las autorizaciones y concesiones que habiliten 
para una ocupación de bienes de dominio público que sea 
necesaria para la ejecución de un contrato administrativo 
deberán ser otorgadas por el órgano, organismo o ente 
que los tenga adscritos o que sea su titular, y se conside-
rarán accesorias de aquél. Estas autorizaciones y conce-
siones estarán vinculadas a dicho contrato a efectos de 
otorgamiento, duración, vigencia y transmisibilidad.

2. De las adjudicaciones de los correspondientes 
contratos se dará cuenta a la Consejería competen te en 
materia de Hacienda, para su constancia en el Inventario 

General de Bienes y Derechos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.

3. No será necesario obtener estas autorizaciones o 
concesiones cuando el contrato administrativo habilite 
para la ocupación de los bienes de dominio público.

Artículo 101. Reserva demanial.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá reser-
varse el uso de los bienes o derechos de domi nio público 
para la realización de fines de su competencia, cuando 
existan razones de interés ge neral que así lo justifiquen, o 
cuando lo establezca la legislación especial.

2. Dicha reserva deberá adoptarse por acuerdo del 
Consejo de Gobierno que se publicará en el Bo letín Oficial 
de La Rioja y se inscribirá en el Registro de la Propiedad, 
e impedirá cualquier uso incompatible del bien o derecho 
sobre el que recaiga por otra persona.

3. La duración de la reserva se limitará al tiempo 
necesario para el cumplimiento de los fines para los que 
se acordó.

4. La reserva prevalecerá frente a cualesquiera otros 
posibles usos de los bienes y llevará implícita la declara-
ción de utilidad pública y la necesidad de ocupación, a 
efectos expropiatorios, de los derechos preexistentes que 
resulten incompatibles con ella.

TÍTULO V

Régimen de los bienes de dominio privado

CAPÍTULO I

Enajenación a título oneroso de bienes y derechos

Artículo 102. Enajenación de bienes y derechos a título 
oneroso.

1. Los bienes y derechos que constituyen el dominio 
privado de la Comunidad Autónoma de La Rioja, cuando 
no sean necesarios para el ejercicio de sus funciones, 
podrán ser enajenados con las limitaciones y los requisi-
tos previstos en la presente Ley.

2. No se podrán gravar los bienes patrimoniales si 
no es con el cumplimiento de los requisitos pre vistos para 
su enajenación.

3. La enajenación de esos bienes y derechos se efec-
tuará, previa valoración, mediante subasta, salvo que en 
la presente Ley se establezca otra cosa. La subasta ver-
sará sobre un tipo expresado en di nero con adjudicación 
al licitador que oferte el precio más alto.

4. Salvo lo dispuesto en el artículo siguiente, la 
su basta solo podrá suspenderse mediante resolución 
motivada de la Consejería competente en materia de 
Hacienda, en la que se justifique la improce dencia de la 
venta.

5. El producto de la venta de los bienes y derechos 
patrimoniales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación de 
Hacienda Pública, podrá dar lugar a generaciones de cré-
dito. Las generaciones se efectuarán únicamente en aque-
llos créditos destina dos a cubrir gastos de la misma natu-
raleza que los que se originaron por la adquisición o 
produc ción de los bienes enajenados.

6. Cuando la enajenación se refiera a bienes inmue-
bles o activos financieros, la generación única mente 
podrá realizarse en los créditos correspondientes a opera-
ciones de capital. No obstante, los ingresos derivados de 
la enajenación de bienes inmuebles o activos financieros 
procedentes de herencias, legados o donaciones podrán 
generar crédito para gastos corrientes.
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7. El órgano competente para enajenar los bienes o 
derechos podrá admitir el pago aplazado del precio de 
venta, por un periodo no superior a diez años y siempre 
que el pago de las cantidades aplazadas se garantice 
suficientemente mediante condición resolutoria explí-
cita, hipoteca, aval bancario, seguro de caución u otra 
garantía suficiente usual en el mercado. El interés del 
aplaza miento no podrá ser inferior al interés legal del 
dinero.

Artículo 103. Enajenación de bienes litigiosos.

1. Podrán enajenarse bienes litigiosos de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja siempre que en la venta se 
observen las siguientes condiciones:

a) En el caso de venta por concurso o por subasta, 
en el pliego de bases se hará mención expresa y detallada 
del objeto, partes y referencia del litigio concreto que 
afecta al bien y deberá pre verse la plena asunción, por 
quien resulte adjudicatario, de los riesgos y consecuen-
cias que se deriven del litigio.

b) En los supuestos legalmente previstos de venta 
directa deberá constar en el expediente docu mentación 
acreditativa de que el adquirente conoce el objeto y el 
alcance del litigio y que co noce y asume las consecuen-
cias y riesgos derivados de tal litigio.

c) En ambos casos, la asunción por el adquirente de 
las consecuencias y riesgos derivados del litigio figurará 
necesariamente en la escritura pública en que se forma-
lice la enajenación.

2. Si el litigio se plantease una vez iniciado el proce-
dimiento de enajenación y éste se encontrase en una fase 
en la que no fuera posible el cumplimiento de lo estable-
cido en el apartado anterior, se retrotraerán las actuacio-
nes hasta la fase que permita el cumplimiento de lo indi-
cado en el aparta do anterior.

3. El bien se considerará litigioso desde que el 
órgano competente para la enajenación tenga cons tancia 
formal del ejercicio, ante la jurisdicción que proceda, de la 
acción correspondiente y de su contenido.

Artículo 104. Enajenación de bienes inmuebles y dere-
chos reales.

1. Para enajenar bienes inmuebles, derechos de 
superficie y otros derechos reales sobre los mismos será 
requisito necesario la previa valoración. El acto de inicio 
del procedimiento de enajenación llevará implícita la 
declaración de alienabilidad.

2. Serán competentes para acordar la enajenación 
de bienes inmuebles y constituir y enajenar dere chos rea-
les sobre los mismos, el Consejero competente en mate-
ria de Hacienda, si el valor de aquéllos, fijado conforme a 
lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley, es infe-
rior a 3.000.000 de euros, y el Consejo de Gobierno, a 
propuesta del Consejero competente en materia de 
Hacienda, en los de más casos.

3. En los respectivos acuerdos de enajenación, y sin 
perjuicio del establecimiento de otros pactos, podrá auto-
rizarse la celebración de contratos de arrendamiento, o de 
arrendamiento financiero de los bienes inmuebles enaje-
nados, cuando se considere procedente que temporal-
mente sigan sien do utilizados para los fines públicos a los 
que venían sirviendo.

4. De todas las enajenaciones de bienes inmuebles 
se dará cuenta al Parlamento de La Rioja.

Artículo 105. Formas de enajenación de bienes inmue-
bles y derechos reales.

1. La enajenación de los bienes inmuebles y dere-
chos reales se realizará mediante subasta pública, previa 
valoración.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, 
podrá utilizarse el concurso siempre que el precio no sea 
el único criterio determinante para la enajenación, y en 
particular cuando el pliego de con diciones ofrezca al lici-
tador la posibilidad de abonar en especie parte del precio 
del bien o cuan do el bien objeto de la enajenación se des-
tine al cumplimiento de fines de interés social o gene ral.

3. Asimismo, el Órgano competente podrá acordar 
la enajenación directa cuando se dé alguno de los siguien-
tes supuestos:

a) Cuando el valor del bien o derecho fuera inferior 
a 300.000 euros.

b) Cuando la subasta o concurso promovidos para la 
adjudicación quedase desierta, o resultase fallida por el 
incumplimiento de sus requisitos por el adjudicatario, 
siempre que no hubiese transcurrido más de un año 
desde la celebración de los mismos. En este caso, las con-
diciones económicas no podrán ser inferiores de las 
anunciadas previamente o de aquéllas en que se hubiese 
producido la adjudicación.

c) Cuando existieran derechos de adquisición prefe-
rente a favor de terceros.

d) Cuando el adquirente sea otra administración 
pública, una entidad de derecho público, Orga nismo 
Público o sociedad mercantil de capital entera o mayorita-
riamente público, fundación pública o consorcio.

e) Cuando el adquirente sea una entidad sin ánimo 
de lucro, declarada de utilidad pública y el bien vaya a ser 
destinado a fines de utilidad pública o interés social.

f) Cuando se trate de fincas rústicas que no lleguen a 
constituir una superficie económicamente explotable o 
no sean susceptibles de prestar una utilidad acorde con 
su naturaleza, y la venta se efectúe a un propietario colin-
dante.

g) Cuando la titularidad del bien o derecho corres-
ponda a dos o más propietarios y la venta se efectúe a 
favor de uno o más copropietarios.

h) Cuando concurran razones excepcionales debida-
mente justificadas en el expediente por las que resultara 
más aconsejable para los intereses patrimoniales de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

4. La causa que excepcione la licitación deberá justi-
ficarse en el expediente.

5. Cuando varios interesados se encontraran en un 
mismo supuesto de adjudicación directa, se re solverá la 
misma atendiendo al interés general concurrente en el 
supuesto de hecho concreto.

6. La participación en procedimientos de adjudica-
ción requerirá el ingreso de en concepto de depó sito pre-
vio o fianza del porcentaje que se determine del tipo de 
licitación.

Artículo 106. Aportación a Juntas de Compensación.

1. La incorporación de la Administración General o 
de Organismos Públicos o Consorcios que inte gran su 
Sector Público a Juntas de Compensación con la aporta-
ción de inmuebles o derechos so bre los mismos pertene-
cientes al Patrimonio, se regirá por la legislación urbanís-
tica vigente, pre via adhesión expresa, correspondiendo la 
realización de los distintos actos que requiera dicha parti-
cipación a la Consejería competente en materia de 
Hacienda o al Presidente de los Organis mos Públicos o 
entes instrumentales, salvo que su norma de organiza-
ción los atribuya a otro ór gano.
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2. En el caso de inmuebles afectados al dominio 
público que resulten incluidos en el ámbito de una 
Junta de Compensación en la que los usos previstos no 
resulten compatibles con los fines que motivaron la 
afectación, la Consejería competente en materia de 
Hacienda acordará su desafecta ción, siempre que no 
sean imprescindibles para el cumplimiento de sus fines 
originarios.

Artículo 107. Enajenación de bienes muebles.

1. La enajenación de bienes muebles, cuando no 
sean necesarios para el ejerci cio de las funciones públicas 
y sigan siendo susceptibles de uso, se acordará por el 
titular de la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

2. Mediante resolución motivada del órgano de con-
tratación competente podrán entregarse bienes muebles 
usados a cuenta del precio de adquisición de otros nue-
vos, o permutarlos por otros.

3. Cuando el bien sea de aprovechamiento imposi-
ble y con un valor económico nulo, de acuerdo con la 
tasación pericial, la Consejería u Organismo Público al 
que esté adscrito el bien podrá pro ceder a su retirada o 
destrucción de la manera que resulte más económica a la 
Administración, comunicándolo a la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda.

Artículo 108. Enajenación de acciones, participaciones y 
valores.

1. La enajenación de acciones y participaciones del 
capital de sociedades mercantiles corresponderá al Con-
sejero competente en materia de Hacienda o Presidente 
del Organismo Público. Si la enaje nación supone la pér-
dida de la condición de socio requerirá la autorización 
previa del Consejo de Gobierno.

2. Los actos que impliquen la pérdida de la posi-
ción mayoritaria, directa o indirecta, en el capital de 
sociedades públicas corresponderá al Consejo de 
Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 49 de la Ley 3/2003, de 3 de marzo, de Organi-
zación del Sector Público de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja.

3. La enajenación de otros valores y de títulos repre-
sentativos de derechos de crédito se autorizará por el 
Consejero competente en materia de Hacienda.

4. La enajenación de acciones, participaciones y 
valores se realizará en Bolsa, si se cotizan en la misma. En 
otro caso, y previa tasación pericial, se realizará en pública 
subasta, salvo que el Con sejo de Gobierno, a propuesta 
de la Consejería competente en materia de Hacienda, 
acuerde su enajenación directa.

Artículo 109. Enajenación de derechos de propiedad 
incorporal.

1. La enajenación de derechos de propiedad intelec-
tual e industrial, regulada por sus Leyes especia les, será 
acordada por la Consejería competente en materia de 
Hacienda, a propuesta de la Conse jería que los tenga ads-
critos.

2. La enajenación de los bienes de propiedad intelec-
tual e industrial se realizará mediante subasta pública, 
previa valoración, salvo que se trate de los supuestos pre-
vistos en el artículo 105 o que el Consejo de Gobierno, a 
propuesta de la Consejería o del Organismo Público com-
petentes por razón de la materia, acuerde la enajenación 
directa.

CAPÍTULO II

Permuta de bienes y derechos

Artículo 110. Permuta de bienes y derechos.

1. Los bienes muebles, inmuebles y derechos patri-
moniales podrán ser objeto de permuta por otros, previa 
tramitación de expediente en el que se practique su valo-
ración y se acredite su convenien cia para los intereses de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

2. El acuerdo de permuta llevará implícita la declara-
ción de alienabilidad.

3. La diferencia de valor entre los bienes que se trate 
de permutar no podrá ser superior al 50% del que lo tenga 
mayor. Si se acordase la permuta y hubiere diferencia de 
valoración entre ambos bienes o derechos, se procederá 
a su compensación en metálico o mediante la entrega de 
otros bienes o derechos de naturaleza distinta.

4. No obstante, y sin perjuicio de lo dispuesto en la 
legislación de expropiación forzosa sobre el pago del jus-
tiprecio en especie, por motivos de interés público debi-
damente acreditados, podrá excluirse la compensación 
en metálico en las permutas con otras Administraciones 
Públicas, siempre que la diferencia de valor entre los bie-
nes y derechos permutados no exceda del diez por ciento 
del valor del que lo tenga mayor.

5. La competencia para acordar la permuta correspon-
derá al órgano que sea competente para la enajenación.

6. La permuta de terrenos como consecuencia de 
una reparcelación se regirá por la legislación urba nística.

7. El órgano competente para la permuta podrá ins-
tar la presentación de ofertas de inmuebles o de rechos 
para permutar, mediante un acto de invitación al público, 
al que se dará difusión a través del Boletín Oficial de La 
Rioja, y de cualesquiera otros medios que considere ade-
cuados.

Artículo 111. Permuta por cosa futura.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá per-
mutar bienes inmuebles patrimoniales a cambio de otros 
bienes inmuebles futuros, siempre que estos últimos 
sean determinados o susceptibles de determinación sin 
necesidad de nuevo convenio entre las partes y que 
conste racionalmente que llegarán a tener existencia. En 
todo caso, deberán establecerse los requisitos y las 
garantías adi cionales que aseguren el buen fin de la ope-
ración convenida, entre ellos el término para la consu-
mación del contrato, el cual se entenderá no perfeccio-
nado si no llega a ser realidad el bien obje to del mismo, 
sin perjuicio de otras cláusulas resolutorias o penales que 
puedan pactarse.

2. Será preciso que el permutante inscriba en el 
Registro de la Propiedad la declaración de obra nueva en 
construcción, que preste en todo caso aval suficiente 
como garantía de la operación, sin perjuicio de que pue-
dan establecerse en cada caso otras garantías. La cance-
lación del aval proce derá cuando el bien futuro tenga 
existencia real y se hayan cumplido las obligaciones asu-
midas por las partes.

CAPÍTULO III

Cesiones gratuitas

Artículo 112. Cesiones gratuitas de propiedad de bienes 
inmuebles.

1. La propiedad de los bienes inmuebles de dominio 
privado de la Comunidad Autónoma de La Rioja, cuya 
afectación o explotación no se juzgue previsible, podrá 
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ser cedida gratuitamente a otras Administraciones Públi-
cas, para fines de utilidad pública o interés social, o a 
entes instru mentales del sector público de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja para el cumplimiento de los fines 
de utilidad pública o interés social que les sean propios, 
mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno, a pro puesta 
de la Consejería competente en materia de Hacienda.

2. En el acuerdo de cesión se expresará la finalidad a 
la que se destinarán los bienes cedidos, así como sus con-
diciones, y la cláusula de resolución automática a la que 
se refiere el párrafo si guiente. Los acuerdos de cesión se 
comunicarán al Parlamento de La Rioja.

3. Si los bienes cedidos no fueren destinados al fin 
previsto dentro del plazo establecido en el acuer do de 
cesión, o dejasen de ser destinados al mismo con poste-
rioridad, la cesión se considerará resuelta, revirtiendo los 
bienes a la Comunidad Autónoma de La Rioja con todas 
las mejoras rea lizadas.

4. A estos efectos, y sin perjuicio de otros sistemas 
de control que puedan arbitrarse, los cesionarios de bie-
nes inmuebles o derechos sobre ellos deberán remitir 
cada tres años a la Consejería compe tente en materia de 
Hacienda la documentación que acredite el destino de los 
bienes. La Conseje ría competente en materia de Hacienda, 
atendidas las circunstancias concurrentes en cada caso, 
podrá exonerar de esta obligación a determinados cesio-
narios de bienes, o señalar plazos más amplios para la 
remisión de la documentación.

5. Comprobado que no se destina el bien al uso pre-
visto, será suficiente para recuperarlo acta nota rial que 
constate el hecho, que se notificará al interesado con 
requerimiento de entrega del bien.

6. La Comunidad Autónoma de La Rioja tendrá dere-
cho a percibir, en el caso previsto en el párrafo anterior y 
previa valoración, el valor de los daños y perjuicios y el 
detrimento que hubieren expe rimentado. No serán 
indemnizables al cesionario los gastos efectuados para 
cumplir las cargas o condiciones impuestas.

7. Las cesiones gratuitas de propiedad se formaliza-
rán en escritura pública, sin perjuicio de lo dis puesto en el 
artículo 113.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del 
Patrimonio de las Adminis traciones Públicas, y se inscri-
birán en el Registro de la Propiedad. Hasta tanto no se 
proceda a la práctica del correspondiente asiento a favor 
del cesionario no surtirá efecto la cesión. En la ins cripción 
se hará constar el fin al que deben dedicarse los bienes y 
cualesquiera otras condiciones y cargas que lleve apare-
jada la cesión, así como la advertencia de que el incumpli-
miento de las mismas dará lugar a su resolución. Los 
cesionarios deberán comunicar a la Consejería competen te 
en materia de Hacienda el acuerdo de inscripción.

8. Las cesiones urbanísticas de carácter obligatorio 
se aprobarán por el titular de la Consejería com petente en 
materia de Hacienda, a propuesta de la Consejería intere-
sada, y se regirán por su le gislación específica.

Artículo 113. Cesiones gratuitas de uso de bienes inmue-
bles y derechos reales.

1. El uso de los bienes inmuebles y derechos reales 
patrimoniales de la Comunidad Autónoma de La Rioja, 
cuya afectación o explotación no se juzgue previsible, 
podrá ser cedido gratuitamente por la Consejería compe-
tente en materia de Hacienda, por un plazo máximo de 
treinta años, para fines de utilidad pública o interés social 
que redunden directamente en beneficio de los habitan-
tes de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

También podrán efectuarse las cesiones reguladas en 
este artículo a los centros Riojanos y Federaciones de 
Centros Riojanos regulados en la Ley 6/2005, de 15 de 
junio, de la Comunidad Riojana en el Exterior.

2. Las cesiones de uso a favor de otras Administra-
ciones Públicas y de corporaciones, fundaciones, asocia-
ciones sin ánimo lucro, y entes instrumentales que perte-
nezcan al sector público de la Co munidad Autónoma de 
La Rioja se considerarán de utilidad pública o interés 
social.

3. Son de aplicación a estas cesiones de uso las 
prescripciones contenidas en los apartados 2, 3, 4 y 6 del 
artículo anterior.

4. Comprobado que no se destina el bien al uso pre-
visto, será suficiente para recuperarlo acta nota rial que 
constate el hecho, que se notificará al interesado con 
requerimiento de entrega del bien.

5. Los derechos y obligaciones de los cesionarios de 
uso se regirán por las condiciones previstas en el acuerdo 
de cesión, por las disposiciones del Código Civil relativas 
al uso y supletoriamente al usufructo.

6. El cesionario asumirá los gastos derivados de la 
utilización y mantenimiento del inmueble, así como la 
subrogación en el pago de las cargas tributarias que 
recaigan sobre la titularidad del mis mo si no se dispone 
otra cosa en la resolución de cesión.

Artículo 114. Cesiones gratuitas de derechos de superfi-
cie y otros derechos reales sobre bienes in muebles.

1. La Comunidad Autónoma de La Rioja, mediante 
Acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta de la Con-
sejería competente en materia de Hacienda, podrá consti-
tuir y ceder a título gratuito derechos de superficie y otros 
derechos reales sobre inmuebles patrimoniales, cuya 
afectación o explotación no se juzgue previsible, a favor 
de otras Administraciones Públicas, de entes instru-
mentales integrantes del sector público de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja y de corporacio nes, fundaciones, 
asociaciones sin ánimo de lucro declaradas de utilidad 
pública, para fines de utilidad pública o interés social que 
redunden directamente en beneficio de los habitantes de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

También podrán efectuarse las cesiones reguladas en 
este artículo a los centros Riojanos y Federaciones de 
Centros Riojanos regulados en la Ley 6/ 2005, de 15 de 
junio, de la Comunidad Riojana en el Exterior.

2. Estas cesiones se regirán por lo establecido en los 
apartados 2, 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 112 de la presente Ley.

Artículo 115. Cesiones en precario de bienes inmuebles 
y derechos reales.

Los bienes inmuebles y derechos reales inmobiliarios 
patrimoniales, que no convenga enajenar y no sean sus-
ceptibles de aprovechamiento rentable, podrán ser cedi-
dos en precario por la Consejería com petente en materia 
de Hacienda a otras Administraciones Públicas y a corpo-
raciones, fundaciones, aso ciaciones sin ánimo de lucro o 
entes instrumentales integrantes del sector público de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Artículo 116. Cesiones gratuitas de bienes muebles.

1. La propiedad o el uso de los bienes muebles patri-
moniales, cuya afectación o explotación no se juzgue 
previsible, podrán ser cedidos gratuitamente por la Con-
sejería competente en materia de Hacienda, a otras Admi-
nistraciones Públicas, a entes instrumentales que perte-
nezcan al sector público de la Comunidad Autónoma de 
La Rioja y a corporaciones, fundaciones y asociaciones 
sin ánimo de lucro que realicen su actividad en el ámbito 
territorial de la Comunidad Autónoma de La Rioja, para 
fines de utilidad pública o interés social que redunden 
directamente en benefi cio de los habitantes de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja.
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2. También podrán efectuarse las cesiones gratuitas 
reguladas en este artículo a los Centros Rioja nos y Fede-
raciones de Centros Riojanos regulados en la Ley 6/2005, 
de 15 de junio, de la Comu nidad Riojana en el Exterior.

3. Es de aplicación a estas cesiones lo dispuesto en 
los apartados 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo 112 y en el artícu-
lo 113 de esta Ley.

4. Una vez que los bienes muebles hubiesen sido 
destinados al fin previsto durante un plazo de cua tro 
años, se entenderá cumplido el modo y la cesión pasará a 
tener el carácter de pura y simple, salvo que otra cosa se 
hubiese establecido en la resolución de cesión.

Artículo 117. Cesiones gratuitas de derechos incorporales.

1. La propiedad o el uso de los derechos incorpora-
les, cuya afectación o explotación no se juzgue previsible, 
podrán ser cedidos gratuitamente por la Consejería com-
petente en materia de Hacien da, a otras Administraciones 
Públicas, a entes instrumentales que pertenezcan al sec-
tor público de la Comunidad Autónoma de La Rioja y a 
corporaciones, fundaciones y asociaciones sin ánimo de 
lucro que realicen su actividad en el ámbito territorial de 
la Comunidad Autónoma de La Rio ja, para fines de utili-
dad pública o interés social que redunden directamente 
en beneficio de los habitantes de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.

2. Es de aplicación a estas cesiones lo dispuesto en 
los apartados 2, 3, 4, 5 y 6 del artículo 112 y en el artículo 113 
de esta Ley.

CAPÍTULO IV

Prescripción

Artículo 118. Prescripción de los derechos sobre bienes 
patrimoniales.

Los derechos sobre los bienes de dominio privado 
prescriben en contra de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja con arreglo a lo establecido en el Derecho privado.

CAPÍTULO V

Explotación de bienes patrimoniales

Artículo 119. Obligación de explotación del dominio pri-
vado con criterios de rentabilidad.

1. Los bienes y derechos patrimoniales de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja que interese con servar han 
de ser administrados y explotados de acuerdo con el cri-
terio de máxima rentabilidad.

2. La Comunidad Autónoma de La Rioja puede valo-
rar fines de índole social, cultural, deportiva, medioam-
biental, de promoción urbanística, de fomento del turismo 
u otras análogas que hagan prevalecer la rentabilidad 
social por encima de la económica.

3. La explotación de los bienes patrimoniales podrá 
realizarse directamente por la propia Adminis tración 
General de la Comunidad Autónoma de La Rioja o por el 
Organismo Público titular de los mismos, o bien por 
medio de otro Organismo Público o ente instrumental 
perteneciente al sector público, u otorgarse a particulares 
mediante contrato.

4. Dicha explotación será acordada por la Consejería 
u Organismo Público que tuviese adscrito el bien, previo 
informe de la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

Artículo 120. Explotación por medio de Organismo 
Público o ente instrumental.

1. Si la Consejería competente acordara que la 
explotación del bien se lleve a cabo por medio de un 
Organismo Público o de un ente instrumental integrante 
del sector público de la Comunidad Au tónoma de La 
Rioja, se formalizará el correspondiente documento en el 
que habrán de constar las condiciones técnicas, adminis-
trativas y, en su caso, económicas, así como el plazo de 
duración de la explotación.

2. En tales supuestos se adoptarán cuantas medidas 
sean necesarias para la entrega del bien al orga nismo o 
ente que haya de explotarlo y para la vigilancia del cum-
plimiento exacto de las obliga ciones impuestas.

Artículo 121. Explotación por particulares de bienes 
inmuebles patrimoniales.

Si se dispusiera que la explotación de los bienes se 
realice por particulares mediante contrato, éste se 
adjudicará mediante concurso salvo que, por las pecu-
liaridades del bien, la limitación de la demanda, la 
urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles 
o la singularidad de la operación, proceda la adjudica-
ción directa. Las circunstancias determinantes de la 
adjudicación directa deberán justificarse suficiente-
mente en el expediente.

Artículo 122. Duración de los contratos de explotación 
de bienes inmuebles.

1. El plazo de los contratos de explotación de bienes 
inmuebles no será superior a diez años.

2. A petición del adjudicatario podrá prorrogarse el 
contrato al término del plazo convenido, si los resultados 
de la explotación lo aconsejan sin que el plazo inicial y sus 
prórrogas pueda superar el límite temporal establecido 
en el párrafo anterior.

3. La prórroga ha de solicitarse antes del venci-
miento del plazo contractual, y corresponde acordar la al 
órgano competente, por un plazo no superior a la mitad 
del contrato inicial, previo informe de la Consejería com-
petente en materia de Hacienda.

4. La subrogación de cualquier persona natural o 
jurídica en los derechos y obligaciones del adjudi catario 
requerirá el acuerdo de la Consejería u Organismo Público 
que tuviera adscrito el bien, previo informe favorable de 
la Consejería competente en materia de Hacienda.

5. El contrato se formalizará en documento adminis-
trativo, salvo que el interesado solicite su eleva ción a 
documento público notarial, en cuyo caso serán a su 
costa los gastos que de ello se deri ven.

Artículo 123. Contraprestación económica.

La renta o contraprestación económica en los contra-
tos de arrendamiento, cesión de uso o explota ción o 
figura análoga no será inferior a la del mercado, con las 
adecuaciones periódicas que deriven de las fluctuaciones 
del valor del dinero.

Artículo 124. Efectos y extinción.

Los efectos y extinción del arrendamiento o de cual-
quier forma de cesión de uso de los bienes patri moniales 
se regirán por las normas de Derecho privado que le sean 
de aplicación según su naturaleza.
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Artículo 125. Verificación de las condiciones de explota-
ción.

1. Las Consejerías y Organismos Públicos deberán 
comunicar la celebración de los contratos de ex plotación 
y sus incidencias a la Consejería competente en materia 
de Hacienda para su constancia en el Inventario General 
de Bienes y Derechos.

2. La Consejería que adjudicó el contrato de explota-
ción velará por el cumplimiento de las condi ciones estipu-
ladas en el mismo.

TÍTULO VI

Órganos y actuaciones de coordinación
en la utilización de edi ficios administrativos

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 126. Concepto de edificios administrativos.

1. A los efectos previstos en la presente Ley, tendrán 
la consideración de edificios administrativos, cualquiera 
que sea el título que habilite su uso, los siguientes:

a) Los inmuebles incluidos los locales, que estén 
destinados a oficinas y dependencias auxiliares de los 
órganos estatutarios de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja, de su Administración General y de los Organismos 
Públicos de su Sector Público.

b) Los destinados a la prestación de otros servicios 
públicos que se determinen reglamentaria mente.

c) Los inmuebles del Patrimonio de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja que fueren suscepti bles de ser des-
tinados a los fines expresados en los apartados anterio-
res, independientemente del uso a que estuvieren siendo 
dedicados.

2. A los efectos previstos en el presente Título, se 
asimilan a los edificios administrativos tanto los edificios 
en construcción que se vayan a destinar a estos fines 
como los terrenos adquiridos para la construcción de 
inmuebles destinados a alguno de los fines señalados en 
los apartados a) y b) anteriores.

Artículo 127. Gestión patrimonial de los edificios admi-
nistrativos.

Sin perjuicio de las actuaciones jurídicas y administra-
tivas que sobre los inmuebles integrados en el Patrimonio 
de la Comunidad deban realizarse por los órganos com-
petentes, se considera como gestión patrimonial de los 
edificios administrativos, aquellas actuaciones que tien-
dan a:

a) La planificación y previsión integral de necesida-
des de edificios administrativos, que permi tan una ade-
cuada y eficiente atención de los usos o servicios públicos 
a que estén desti nados.

b) La determinación de normas generales de uso y 
conservación.

c) La elaboración y ejecución de planes y programas 
de eficiente uso de los mismos.

CAPÍTULO II

Órganos de coordinación en la gestión patrimonial 
de los edificios administrativos

Artículo 128. Órganos de Coordinación.

1. La coordinación en la gestión patrimonial de los 
edificios administrativos corresponde a la Conseje ría con 
competencias en materia de Hacienda, como Órgano 
Superior de Planificación y Dirección Patrimonial, de 
acuerdo con las directrices o planes de actuación que pre-
via propuesta y a los citados efectos determine el 
Gobierno de La Rioja.

2. Para la elaboración de propuestas en la materia 
objeto de regulación en el presente Título, el Órgano 
Superior de Planificación y Dirección Patrimonial, actuará 
asistido por la Comisión Coordinadora de Edificios Admi-
nistrativos.

Artículo 129. Comisión Coordinadora de Edificios Admi-
nistrativos.

1. La Comisión Coordinadora de Edificios Adminis-
trativos será el órgano colegiado de asistencia al titular de 
la Consejería con competencia en Hacienda para la ges-
tión patrimonial de los edificios administrativos, elabo-
rando propuestas de actuaciones de gestión patrimonial 
expresadas en el artículo 127 de la presente Ley, así como 
aquellas otras que le puedan ser legal o reglamentaria-
mente atribuidas.

2. La composición y funcionamiento de la Comisión 
Coordinadora de Edificios Administrativos se determina-
rán reglamentariamente, siendo presidida por el titular 
del Órgano Superior de Gestión patrimonial. Esta Comi-
sión podrá actuar en Pleno o en Comisión Permanente y 
contar con los Grupos Técnicos de Apoyo que se conside-
ren necesarios integrados por personal al servicio de la 
Administración General de la Comunidad Autónoma.

Artículo 130. Coordinación y Colaboración.

1. A los efectos previstos en la presente Ley, los 
órganos que reglamentariamente se determinen de cada 
Consejería en que se estructure la Administración Gene-
ral de la Comunidad Autónoma, y de sus Organismos 
Públicos, de conformidad con lo que se establezca en sus 
normas de creación o funcionamiento, se realizarán las 
funciones inherentes a la administración, gestión y 
conserva ción de los inmuebles adscritos.

2. El Órgano Superior de Gestión Patrimonial, para 
desarrollar actuaciones de gestión patrimonial de los edi-
ficios administrativos actuará coordinadamente con los 
órganos a los que se refiere en el párrafo anterior en la 
definición y, en su caso, ejecución, de los planes y progra-
mas que se aprueben para un uso eficiente de los edifi-
cios administrativos.

3. A los efectos expresados en el artículo 127 de la 
presente Ley y en este artículo, los órganos a los que se 
refiere el apartado 1 de este artículo estarán obligados 
a proporcionar al Órgano Superior de Gestión Patrimo-
nial cuantos datos les requiera por considerarlos nece-
sarios sobre el uso y utilización de los edificios admi-
nistrativos que tuvieren afectados o adscritos, que 
utilicen en arrendamiento, o en el supuesto de los orga-
nismos que integran el sector público, que fueran de su 
propiedad.
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CAPÍTULO III

Planes y programas de actuación en la gestión 
de los edificios ad ministrativos

Artículo 131. Objeto y contenido de los Planes y Progra-
mas de Actuación.

1. A los efectos previstos en este Título, los planes y 
programas de actuación en la gestión de edifi cios admi-
nistrativos deberán identificar en los ámbitos sectoriales 
o territoriales que se determi nen, la mejor solución para 
satisfacer las necesidades contrastadas de edificios o 
locales de uso administrativo, estableciendo las conse-
cuencias económicas y asumiendo los condicionantes 
fun cionales o de naturaleza cultural o medioambiental 
que deban considerarse para una utilización eficiente del 
conjunto de inmuebles incluidos en ellos.

2. Estos planes o programas deberán contener:
a) El análisis técnico y económico de los inmuebles 

en uso o en aptitud de uso para oficinas ad ministrativas y 
dependencias auxiliares, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 127 de la presente Ley.

b) La determinación de previsiones de evolución en 
la demanda de espacio para la ubicación y prestación de 
servicios públicos competencia de la correspondiente 
Consejería.

c) La programación de la cobertura de las necesida-
des apreciadas.

d) Las intervenciones de verificación y control.

Artículo 132. Planes de Actuación.

1. El titular de la Consejería con competencias en 
Hacienda, como Órgano Superior de Planifica ción y Direc-
ción Patrimonial, de oficio, ya sea por iniciativa propia o a 
propuesta de la Comisión Coordinadora de Edificios 
Administrativos, someterá a la aprobación del Gobierno 
de La Rioja, Planes de Actuación de carácter sectorial o 
territorial sobre edificios administrativos.

2. El Plan de Actuación delimitará el ámbito subje-
tivo y objetivo de actuación, las directrices bási cas que 
deben tenerse en cuenta para la elaboración y ejecución 
del Programa de Actuación, y las consecuencias económi-
cas estimadas del mismo con los plazos consecuentes 
para su desa rrollo.

Artículo 133. Programas de Actuación.

1. Una vez aprobado por el Gobierno de La Rioja el 
Plan de Actuación, el Órgano Superior de Ges tión Patri-
monial, de acuerdo con el informe de la Comisión Coordi-
nadora de Edificios Adminis trativos sobre las posibles 
alternativas para el cumplimiento de las directrices bási-
cas estableci das en el Plan de Actuación, procederá a 
elaborar el Programa de Actuación.

2. Cada Programa de Actuación comprenderá como 
mínimo los siguientes contenidos:

a) Identificación y análisis detallado de la situación, 
características y nivel de ocupación de los inmuebles inte-
grados en el Plan.

b) Las medidas y actuaciones que se consideren 
adecuadas para su eficiente utilización, inclu yendo, en su 
caso propuestas de reubicación de unidades y efectivos, 
así como las propuestas de los actos jurídicos administra-
tivos que puedan proceder en la gestión patrimonial.

c) Identificación del órgano u órganos que llevarán a 
cabo la gestión material de la ejecución del Programa.

d) El programa o programas presupuestarios con 
cargo a cuyos créditos se financiaran los gastos que pue-
dan suponer la ejecución.

e) El plazo para su ejecución.

3. Una vez elaborado el Programa de Actuación, se 
dará traslado del mismo a las Consejerías y Or ganismos 
Públicos afectados para que en el plazo de un mes se 
manifieste conformidad o se for mulen alegaciones. Trans-
currido dicho plazo o evacuado el trámite, en el supuesto 
de disconfor midad expresa o alegaciones, las mismas 
serán sometidas al informe de la Comisión Coordinado ra 
de Edificios Administrativos.

4. El Programa de Actuación será sometido a la apro-
bación del Órgano Superior de Planificación y Dirección 
Patrimonial.

Artículo 134. Facultades del Órgano Superior de Gestión 
Patrimonial de los Edificios Administrativos.

1. El Órgano Superior de Gestión Patrimonial de los 
Edificios Administrativos podrá, a efectos de determinar 
el grado de utilización de los edificios administrativos, las 
necesidades inmobiliarias de los distintos servicios y su 
atención, y la verificación de la ejecución de los Programas:

a) Elaborar propuestas de carácter sectorial sobre 
actuaciones de conservación de inmuebles ad ministrativos, 
de la contratación de los servicios o suministros generales 
o de aquellos que se determinen, especialmente en aque-
llos edificios donde se ubiquen órganos o unidades de 
di versas Consejerías u organismos.

b) Elaborar propuestas de enajenación, permutas y 
actuaciones de edificación.

c) Elaborar índices o parámetros de superficies de 
carácter general en el grado de ocupación de los edifi-
cios.

d) Realizar convocatorias públicas para recibir ofer-
tas de inmuebles en venta o en alquiler en función de las 
necesidades sectoriales o territoriales.

2. A los efectos previstos en el párrafo anterior, las 
Consejerías deberán proporcionar al Órgano Superior de 
Gestión Patrimonial la información que éste les solicite 
sobre los efectivos destina dos en los órganos o unidades 
administrativas que ocupen los edificios.

Artículo 135. Subordinación de los actos de adquisición 
y disposición de inmuebles a la ejecución de planes y 
programas.

No se podrán concertar o autorizar actos de adquisi-
ción y disposición sobre inmuebles para uso ad ministrativo, 
cualquiera que sea el título, en tanto no se ejecuten los 
planes y programas que se aprue ben para el sector o terri-
torio incluido en ellos, salvo que concurran razones de 
urgente necesidad, apre ciadas por el Órgano Superior de 
Planificación y Dirección Patrimonial con informe de la 
Comisión Coordinadora de Edificios Administrativos.

Artículo 136. Programación de actuaciones de adquisi-
ción o modificación de superficies en inmue bles para 
uso administrativo.

Los órganos responsables de cada Consejería y Orga-
nismo Público, remitirán al Órgano Superior de Gestión 
Patrimonial, en los plazos que se establezcan para la ela-
boración del anteproyecto de gastos e ingresos, las previ-
siones de necesidad de edificios administrativos para el 
año siguiente.

Artículo 137. Actuaciones de Colaboración.

1. A los efectos previstos en el presente Título, 
podrán realizarse programas de colaboración con otras 
Administraciones Públicas, que consigan mejorar el apro-
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vechamiento y explotación de los inmuebles administrati-
vos y de los servicios públicos que se prestan.

2. De conformidad con lo dispuesto en la legislación 
sobre patrimonio cultural, histórico y artístico, los Orga-
nismos Públicos y los órganos administrativos que for-
man parte de la Administración General de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, antes de instalarse en nuevas 
dependencias, podrán solicitar un informe a la Consejería 
competente en materia de Cultura, sobre la existencia de 
algún inmueble de titularidad pública, perteneciente al 
patrimonio cultural, histórico y artísti co riojano que 
pudiese ser adecuado para las funciones y actividades 
que deban desarrollar aqué llos. En caso afirmativo se 
facilitará su utilización como sede administrativa siempre 
que el in mueble reúna las condiciones adecuadas y sea 
viable económicamente.

TÍTULO VII

Infracciones y sanciones

Artículo 138. Infracciones.

Constituyen infracciones, de conformidad con la pre-
sente Ley, las acciones y omisiones tipificadas en este 
Título, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, 
penales o de otro orden que pudieran deri varse del resto 
del articulado.

Artículo 139. Tipificación de las infracciones.

Constituyen infracciones administrativas el incumpli-
miento de los deberes y obligaciones estableci dos en esta 
Ley y en concreto:

a) La destrucción o la producción de daños en bie-
nes y derechos de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

b) La alteración de los bienes por obras, trabajos u 
otras actuaciones no autorizadas.

c) La retención de bienes una vez extinguida la rela-
ción jurídica por la que se autorizó su uso o posesión.

d) La ocupación de bienes sin título habilitante y su 
sustracción.

e) La utilización de los bienes contrariando su des-
tino normal o las normas que la regulan.

f) El incumplimiento de las obligaciones de las con-
cesionarias y, especialmente, el de conservar los bienes.

g) El incumplimiento de los deberes de colabora-
ción, custodia y protección del patrimonio esta blecidos 
en la presente Ley.

Artículo 140. Calificación de las infracciones.

1. Las infracciones administrativas previstas en esta 
Ley se calificarán como leves, graves y muy graves.

2. Tendrán carácter de leves aquellas que produzcan 
daños o perjuicios a la administración o a terceros inferio-
res a 3.000 euros, y las infracciones administrativas a las 
que se refieren los apartados f) y g) del artículo anterior, 
salvo que sea posible evaluar los daños económicos, y 
por su cuantía proceda su calificación como graves o muy 
graves.

3. Las infracciones serán graves cuando los daños o 
perjuicios se evalúen entre 3.000 euros y 30.000 euros, así 
como las infracciones previstas en las letras b), c) y e) del 
artículo anterior, sal vo que resulte posible evaluar los 
daños económicos y por su cuantía proceda su califica-
ción co mo muy graves.

4. Las infracciones serán muy graves, cuando los 
daños y perjuicios superen los 30.000 euros, así como la 
infracción prevista en la letra d) del artículo anterior.

5. La valoración de los daños y perjuicios se efec-
tuará por la Administración a través de los medios previs-
tos en el artículo 20 de la presen te Ley.

Artículo 141. Responsables.

Serán sujetos responsables de las infracciones las 
personas físicas o jurídicas que, por acción u omi sión, 
hayan participado en la comisión del hecho infractor, aun 
a título de simple inobservancia.

Artículo 142. Prescripción de infracciones.

1. Las infracciones leves prescriben al año de su 
comisión, las graves a los dos años y las muy gra ves a los 
tres años.

2. En los supuestos de infracciones susceptibles de 
ser calificadas como continuadas, el plazo de prescripción 
se computará a partir de la fecha del cese de la actividad 
constitutiva de dichas in fracciones.

Artículo 143. Sanciones.

1. Las infracciones administrativas serán sanciona-
das con las siguientes multas:

a) Infracción leve: Multa de 600 hasta 6.000 euros.
b) Infracción grave: Multa de 6.001 euros a 40.000 

euros.
c) Infracción muy grave: Multa de 40.001 euros a 

100.000 euros o hasta el doble de los daños causados, 
cuando esta cantidad exceda de 50.000 euros.

2. Para la graduación de la sanción a aplicar, dentro 
de los límites establecidos en el apartado 1, se tendrá en 
cuenta la entidad económica del daño producido o de la 
usurpación, el beneficio obte nido por el infractor, su rein-
cidencia, el grado de culpabilidad y sus circunstancias 
personales y económicas.

3. La comisión de las infracciones tipificadas no 
puede resultar más beneficioso para el infractor que el 
cumplimiento de las normas infringidas. A fin de asegurar 
dicha previsión, las multas po drán ser incrementadas 
hasta alcanzar el doble del valor del beneficio derivado de 
la comisión de la infracción.

4. En caso de reincidencia en la comisión de faltas 
graves o muy graves, se podrá imponer como sanción 
accesoria la inhabilitación del infractor para ser titular de 
autorizaciones y concesiones por un plazo de uno a tres 
años.

Artículo 144. Prescripción de sanciones.

Las sanciones por infracciones leves prescribirán al 
año, las graves a los tres años y las muy graves a los cinco 
años a contar desde que la sanción hubiera adquirido fir-
meza.

Artículo 145. Procedimiento sancionador y competencia.

La determinación del importe de los daños, la impo-
sición de sanciones y la exigencia de responsabi lidades, 
se acordará y ejecutará en vía administrativa, conforme 
al procedimiento para el ejercicio de la potestad sancio-
nadora previsto en la normativa de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja. Será supleto ria, en todo lo no pre-
visto en la misma, la normativa estatal en materia 
sancionadora.
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Artículo 146. Reparación e indemnización de daños y 
perjuicios.

1. Sin perjuicio de las sanciones administrativas que 
se impongan, los responsables de las infraccio nes esta-
rán obligados a reponer los bienes a su estado anterior a 
la comisión de la infracción, así como a abonar la corres-
pondiente indemnización por los daños y perjuicios cau-
sados.

2. Esta responsabilidad será exigida en vía adminis-
trativa, previa audiencia del interesado. En la resolución 
que se adopte se fijará un plazo para la ejecución volunta-
ria, procediendo, en caso de incumplimiento a la ejecu-
ción subsidiaria, a costa del responsable.

Artículo 147. Multas coercitivas.

1. Cuando el obligado no repare el daño causado o no 
dé cumplimiento en forma y plazo a lo esta blecido en la 
resolución correspondiente, el órgano competente para san-
cionar podrá acordar la imposición de multas coercitivas.

2. Las multas coercitivas podrán ser reiteradas por 
lapsos de tiempo no inferiores a quince días y la cuantía 
de cada una no podrá exceder de 3.000 euros. La cuantía 
y la periodicidad se fijarán aten diendo a los siguientes 
criterios:

a) El retraso en el cumplimiento de la obligación de 
reparar o indemnizar.

b) La naturaleza y cuantía de los perjuicios causados.

3. En caso de impago por el obligado, las multas 
coercitivas serán exigibles por vía de apremio una vez 
transcurridos treinta días hábiles desde su notificación.

4. Las multas coercitivas serán independientes y 
compatibles con las sanciones que puedan impo nerse.

Artículo 148. Medidas cautelares.

1. Iniciado el expediente sancionador, el órgano 
competente para resolver podrá adoptar medidas cau-
telares para evitar la continuación del daño. Dichas medi-
das deberán ser congruentes con la naturale za de la pre-
sunta infracción y proporcionales a su gravedad, pudiendo 
incluir la suspensión de la ac tividad que haya motivado la 
infracción.

2. Las medidas cautelares adoptadas serán ejecutivas.
3. Antes del inicio del procedimiento, el órgano com-

petente para ordenar su apertura podrá adoptar medidas 
cautelares en caso de urgencia y en aquellos en que el 
alcance de los intereses públicos afectados lo requiera. 
Las medidas cautelares así adoptadas deberán ser confir-
madas o levantadas en el plazo de dos meses desde su 
adopción.

Artículo 149. Ejecución subsidiaria.

1. Si el infractor no cumpliera su obligación de res-
tauración a la situación anterior, el órgano san cionador 
podrá igualmente ordenar la ejecución subsidiaria con-
forme a lo previsto en la legisla ción de procedimiento 
administrativo común.

2. La ejecución subsidiaria se hará por cuenta de los 
responsables, sin perjuicio de las sanciones y demás 
indemnizaciones a que hubiere lugar.

Artículo 150. Vía de apremio.

El importe de las sanciones, de las multas coercitivas, 
de los gastos por la ejecución subsidiaria de las actividades 
de restauración y las indemnizaciones por los daños y per-
juicios causados podrán ser exigidas por vía de apremio.

Artículo 151. Hechos constitutivos de delito o falta.

1. Cuando los hechos a que se refiere este título 
pudieran ser constitutivos de delito o falta, el titular de la 
Consejería competente en materia de Hacienda, previo 
informe de los servicios jurídicos del Gobierno de La 
Rioja, lo pondrá en conocimiento de los órganos de la 
jurisdicción penal co rrespondiente, quedando en sus-
penso la resolución definitiva del expediente administra-
tivo hasta que se dicte sentencia firme o se acuerde el 
sobreseimiento de la causa, en cuyo caso se levantará la 
suspensión y se continuará la tramitación del procedi-
miento sancionador.

2. La sanción penal que se deduzca, en su caso, 
excluirá el ejercicio de la potestad sancionadora de la 
administración, quedando a salvo la exigencia de las 
responsabilidades patrimoniales que co rrespondan 
para el resarcimiento de los daños y perjuicios causa-
dos, salvo que la resolución judi cial contenga pronun-
ciamiento sobre las indemnizaciones por ese con-
cepto.

Disposición adicional primera. Propiedades administra-
tivas especiales.

1. Las Consejerías competentes en la gestión y admi-
nistración de carreteras, ferrocarriles, montes, vías pecua-
rias y demás propiedades administrativas especiales 
ejercerán, con relación a las ex presadas propiedades, las 
competencias atribuidas en esta Ley a la Consejería com-
petente en ma teria de Hacienda, sin perjuicio de lo esta-
blecido en su legislación específica.

2. El Gobierno de La Rioja regulará por Decreto, a 
propuesta de las Consejerías competentes en materia de 
carreteras, ferrocarriles, montes, vías pecuarias y demás 
propiedades administrativas especiales, previo informe 
de la Consejería competente en materia de Hacienda, los 
procedimien tos para el ejercicio de las competencias a 
que se refiere esta disposición.

Disposición adicional segunda. Especialidades respecto 
del Inventario General de Bienes y Derechos.

1. La existencia de registros o inventarios relativos a 
carreteras, montes, vías pecuarias y demás propiedades 
administrativas especiales, es compatible con el Inventa-
rio General de Bienes y De rechos, en el que tales bienes y 
derechos deberán constar en la forma en que se regule 
reglamen tariamente.

2. No obstante, la Consejería competente en 
materia de Hacienda podrá acordar en cualquier 
mo mento la inclusión en el Inventario General de Bie-
nes y Derechos de la Comunidad Autónoma de La 
Rioja de los bienes que no estén obligatoriamente 
incluidos en el mismo.

3. Los bienes que sean propiedad de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja incluidos en el Inventa rio del 
Registro General del Patrimonio Cultural, Histórico y 
Artístico de La Rioja constarán con esa calificación en el 
Inventario General de Bienes y Derechos.

Disposición adicional tercera. Actualización de cuantías.

Las cuantías de las sanciones pecuniarias estableci-
das en esta Ley, y las cuantías establecidas para la atribu-
ción de competencias de gestión patrimonial por razón 
del valor de los bienes y derechos, po drán ser modifica-
das por las Leyes de Presupuestos de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.
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Disposición adicional cuarta. Modificación de la Ley 3/2003, 
de 3 de marzo, de Organiza ción del Sector Público de 
la Comunidad Autónoma de La Rioja.

Primero. El artículo 49 de la Ley 3/2003, de 3 de 
marzo, de Organiza ción del Sector Público de la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja, queda redactado en los 
siguientes térmi nos:

«La creación, transformación, fusión, escisión 
y extinción de las sociedades públicas de la 
Comuni dad Autónoma de La Rioja, así como los 
actos de adquisición o pérdida de la posición 
mayoritaria, di recta o indirecta, requerirá acuerdo 
del Consejo de Gobierno. El acuerdo se adoptará a 
propuesta de la Consejería interesada, y con el 
preceptivo informe previo de las Consejerías com-
petentes en materia de Administraciones Públicas 
y Hacienda.»

Segundo. Se añade a la Ley 3/2003, de 3 de marzo, 
de Organiza ción del Sector Público de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja, el artículo 51 bis siguiente:

«Artículo 51 bis. Consejos de Administración.
La Junta General designará a los miembros del 

consejo de administración en el caso de socieda-
des cuyo capital corresponda en su integridad a la 
Comunidad Autónoma de La Rioja. En los demás 
su puestos, el Consejo de Gobierno podrá autori-
zar a su representante en la Junta General para 
proponer a ésta el nombramiento de los miem-
bros del Consejo de Administración que le corres-
pondan.»

Disposición adicional quinta. Creación de la Comisión 
Coordinadora de Edificios Administra tivos.

En el plazo de dos años desde la fecha de entrada en 
vigor de la presente Ley, el Gobierno de La Rioja creará la 
Comisión Coordinadora de Edificios Administrativos, 
regulando sus fines, objetivos, integración administra-
tiva, dependencia jerárquica, composición y funciones, y 
se procederá a su cons titución.

Disposición adicional sexta. Modificación del artículo 81 
de la Ley 7/2004, de 18 de octu bre, de Patrimonio Cul-
tural, Histórico y Artístico de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja.

El artículo 81 de la Ley 7/2004, de 18 de octubre, de 
Patrimonio Cultural, Histórico y Artístico de la Comunidad 
Autónoma de La Rioja queda redactado en los siguientes 
términos:

«Artículo 81. Aceptación de herencias, legados y 
donaciones.
1. La aceptación de herencias, legados y dona-

ciones a favor de la Comunidad Autónoma de La 
Rio ja, cuando se refieran a bienes integrantes del 
patrimonio cultural riojano corresponde a la Con-
sejería competente en materia de Hacienda, previo 
informe preceptivo de la Consejería compe tente en 
materia de Cultura, cuando se trate de bienes 
inmuebles. Cuando se trate sólo de bienes muebles, 
la aceptación corresponderá a la Consejería compe-
tente en materia de Cultura, previo informe precep-
tivo de la Consejería competente en materia de 
Hacienda.

2. La aceptación se entenderá siempre hecha a 
beneficio de inventario.

3. Dada la peculiaridad de estos bienes, cuando 
existan cargas o gravámenes que excedan del valor 
intrínseco del bien cultural, se requerirá la incorpo-
ración al expediente patrimonial por la Conse jería 
competente en materia de Cultura de un informe 
justificativo de tal situación y de las razo nes que 
aconsejen su adquisición.

4. Cuando los bienes pertenecientes al patri-
monio cultural, histórico y artístico de La Rioja sean 
inmuebles, su aceptación está condicionada al cum-
plimiento de los requisitos previstos en la le gislación. 
Se incluirán obligatoriamente en el expediente patri-
monial una tasación y un informe donde se analice 
la situación física, jurídica y económica del bien cul-
tural.»

Disposición adicional séptima. Sentido de sestimatorio 
del silencio administrativo en proce dimientos que 
afecten a bienes patrimoniales.

El silencio administrativo tendrá carácter desestima-
torio en todos los procedimientos iniciados a instancia de 
parte que afecten a bienes o derechos patrimoniales per-
tenecientes al Patrimonio de la Co munidad Autónoma de 
La Rioja.

Disposición adicional octava. Viviendas oficiales.

Los inmuebles integrantes del Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja utilizados como 
vivienda oficial tendrán la consideración de bienes 
demaniales.

Disposición adicional novena. Modificación de la Ley 6/2002, 
de 18 de octubre, de Tasas y Precios Públicos de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

El Hecho Imponible de la Tasa XX.03. Tasa por ocupa-
ción o aprovechamiento de los bienes de do minio público, 
queda redactado en los siguientes términos:

«Hecho imponible.
Constituye el hecho imponible de la tasa la utili-

zación privativa o aprovechamiento especial de los 
bienes de dominio público de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, salvo que no lleve aparejada una 
utilidad económica para el concesionario o persona 
autorizada, o aun existiendo dicha utilidad la utili-
zación o aprovechamiento entrañe condiciones o 
contraprestaciones para el beneficiario que anulen o 
hagan irrelevante aquella.»

Disposición transitoria primera. Normativa aplicable a 
los procedimientos iniciados antes de la entrada en 
vigor de la presente Ley.

Los procedimientos administrativos en materia Patri-
monial que se encuentren en tramitación, pasa rán a 
regirse por la presente Ley desde su entrada en vigor. Los 
actos de trámite dictados al amparo de la legislación ante-
rior y bajo su vigencia conservarán su validez siempre 
que su mantenimiento no pro duzca un efecto contrario a 
esta Ley.

Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio de 
las concesiones demaniales vi gentes.

Las concesiones demaniales otorgadas con anteriori-
dad a la entrada en vigor de la presente Ley y cuyo plazo 
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de duración sea superior al establecido en el artículo 92 
de la misma, mantendrán su vigen cia durante el plazo 
fijado en su otorgamiento, sin que pueda concederse pró-
rroga del tiempo de dura ción de las mismas.

Disposición transitoria tercera. Aplicabilidad del apar-
tado 5 del artículo 50 a las adquisi ciones a título gra-
tuito producidas con anterioridad a la entrada en vigor 
de la presente Ley.

La previsión del apartado 5 del artículo 50 será de apli-
cación a todas las adquisiciones gratuitas pro ducidas con 
anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, 
siempre que previamente no se hubie se ejecutado la 
correspondiente acción revocatoria.

Disposición transitoria cuarta. Regularización de la 
situación de los órganos estatutarios.

Si algún órgano estatutario careciera del título de ads-
cripción de los bienes de la Administración General que 
estuviera ocupando, exigido por la presente Ley, deberá 
solicitar de la Consejería de Ha cienda y Empleo la regula-
rización de dicha situación dentro del plazo de dos meses, 
contados desde la fecha de entrada en vigor de la pre-
sente Ley.

Disposición derogatoria única.

1. Queda derogada la Ley 1/1993, de 23 de marzo, de 
Patrimonio de la Comunidad Autónoma de La Rioja.

2. Quedan también derogadas todas las normas de 
igual o inferior rango, en lo que contradigan o se opongan 
a lo dispuesto en la presente Ley.

Disposición final primera. Habilitación para el desarrollo 
reglamentario.

1. Se autoriza al Gobierno de La Rioja y al Consejero 
de Hacienda a dictar cuantas disposiciones de desarrollo 
y aplicación de la presente Ley sean necesarias.

2. Se autoriza al Consejero competente en materia 
de Hacienda para regular, mediante Orden, los procedi-
mientos y sistemas que permitan la aplicación de medios 
electrónicos, informáticos y te lemáticos a la gestión patri-
monial y a la protección y defensa del Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de La Rioja.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

1. La presente Ley entrará en vigor dos meses des-
pués de su publicación en el Boletín Oficial de La Rioja, 
siendo también publicada en el Boletín Oficial del 
Estado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, 
se difiere la entrada en vigor del Título VI de la presente 
Ley hasta la efectiva constitución de la Comisión Coordi-
nadora de Edificios Adminis trativos.

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos cumplan y 
cooperen al cumplimiento de la presente Ley y a los Tribu-
nales y Autoridades la hagan cumplir.

Logroño, 19 de octubre de 2005.

PEDRO SANZ ALONSO,
Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de La Rioja» número 141, 
de 25 de octubre de 2005) 


